
administración 
las finanzas públicas contemporáneas en méxico

de la deuda:

Entre el
gasto asistencial

y la

Eudoxio Morales Flores
Luis Augusto Chávez Maza

Coordinadores

Este libro nace con la intención de analizar e interpretar 
la descomposición de las finanzas públicas contemporáneas 
en México. En particular, centramos la atención en dos as-
pectos peculiares de la hacienda pública: el uso asistencial 
de las políticas y la administración de la deuda. El asisten-
cialismo se ha instaurado en México y en gran  parte de los 
países desarrollados desde la década de los  noventa, con el 
surgimiento del modelo económico neoliberal. Este tipo de 
políticas sustituyó los programas de protección social que 
los ciudadanos gozaron como parte del Estado Benefactor, 
durante el cual los ciudadanos organizados pugnaron por 
mayores derechos en materia de salud, laboral y de pen-
siones, entre otras. Al desmantelarse el Estado Benefactor, 
con la liberalización de los mercados laborales y la apertu-
ra al mercado de todo bien comerciable, los derechos ob-
tenidos por la clase trabajadora se perdieron y dejaron al 
ciudadano y a su familia en una clara desprotección.
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Introducción

Eudoxio Morales Flores
Luis Augusto Chávez Maza

En términos teóricos, las finanzas públicas pueden con-
cebirse como un conjunto de procesos entrelazados que 

participan en la captación de recursos, administración y gasto 
realizado por el Estado (Ayala, 2010). En tal proceso intervie-
nen diversos individuos e instituciones políticas; en naciones 
democráticas, la sociedad organizada expresa libremente sus 
intereses e incide en la definición de los problemas públicos 
que debe atender el Estado, por medio de la administración 
y el gasto público. En correspondencia, la sociedad aportará 
recursos, a través de impuestos, para conformar una hacien-
da pública fuerte que pretenda satisfacer las demandas de la 
sociedad. Si bien las demandas sociales cambian y se expan-
den al transcurrir el tiempo, la relación de correspondencia 
entre los representantes del Estado y sociedad debe mantener-
se para impulsar el desarrollo de las aspiraciones sociales. 

Las naciones con democracias desarrolladas cuentan con 
instituciones que incentivan al Estado a servir a la sociedad 
a través de la provisión de bienes y servicios públicos de ca-
lidad; además, motivan la rendición de cuentas y someten a 
los funcionarios a sanciones cuando violentan sus responsabi-
lidades. Por el contrario, cuando las instituciones públicas son 
ineficientes, la sociedad percibe que el Estado fue capturado 
por grupos de interés (sean los grandes monopolios empresa-
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riales o los partidos políticos); el ciudadano observa la inefi-
cacia del Estado en la provisión de bienes y servicios de mala 
calidad. Bajo tal escenario indeseable, la correspondencia fis-
cal comenzará a fracturarse, lo cual significa que los ciuda-
danos comenzarán a eludir las responsabilidades civiles por 
medio de actos ilegales o socialmente inmorales como la eva-
sión o elusión fiscal. México es un país con las características 
de un país con bajo desarrollo democrático, pues se observa 
una limitada correspondencia fiscal. Los ciudadanos perciben 
altos niveles de corrupción por parte de sus representantes en 
el Estado; la calidad de los bienes y servicios es altamente de-
ficiente, los niveles de pobreza aumentan y, en contrapresta-
ción, los niveles de inseguridad aumentan, además de que los 
niveles de elusión y evasión fiscal se mantienen alarmantes. 

Para puntualizar lo antes señalado se anotan los siguien-
tes indicadores. Con base en el Índice de Percepción de la 
Corrupción de Transparencia Internacional (2017), México 
ocupa el último lugar en corrupción en comparación de los 
países de la ocde; a nivel internacional, México ocupa el lugar 
123 de 176 países analizados. En términos de servicios, en el 
campo de la salud, la esperanza de vida es de 75 años, cinco 
años menos que el promedio de la ocde (2016); en el campo 
de la educación, de la población de 24 y 64 años, más de 66% 
no ha terminado la educación media superior, y 19% acce-
dió a educación superior; la media de la ocde es 24% y 34% 
(ocde, 2015). En materia de pobreza, conforme con los indi-
cadores del Coneval (2015), en 2014, 42.6% de la población 
vivió en condiciones de pobreza, lo que representó un aumen-
to de 3.7% respecto a 2012. 

Los datos mencionados en el párrafo anterior justifican los 
altos niveles de desaprobación del Gobierno. El rompimiento 
de la correspondencia fiscal también puede observarse en otros 
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ámbitos. En materia de seguridad, la tasa de víctimas de delito 
por cada 100 000 habitantes fue de 23 993 en 2010 y de 28 202 
habitantes en 2015, un incremento de 28% en cinco años (inegi, 
2016). En materia impositiva, se estima que en México la tasa 
de evasión de impuestos asciende a 41.6% en relación con el im-
puesto al ingreso, y de 20% del impuesto al consumo (Gómez y 
Jiménez, 2012). En suma, la ineficiencia del Estado en materia 
de gasto público está asociada a incrementos en la violencia y 
altos niveles de incumplimiento en el pago de impuestos. 

La preocupación por revisar las finanzas del Estado no sólo 
debe asociarse con los buenos o malos resultados de la activi-
dad gubernamental. La importancia de las finanzas es su fuer-
te vinculación con las dinámicas económicas y políticas, un 
país con bajo desempeño en finanzas tendrá pocas herramien-
tas para impulsar la actividad económica. Incluso, un Esta-
do ineficiente fomentará la competencia desleal por medio de 
privilegios como exenciones fiscales y cesión de contratos a los 
grupos cercanos al poder. Por otro lado, un Estado corrompi-
do tendrá incentivos para mantener y expandir la extracción 
de los beneficios estatales, para lo cual no dudará en imple-
mentar medidas coercitivas contra disidentes y entregar recur-
sos asistenciales a la población, con la pretensión de eliminar 
o mermar la inconformidad social. En general, la mala admi-
nistración de las finanzas públicas es evidencia del surgimien-
to de gobiernos autoritarios y demagógicos.

Ante tales preocupaciones, este libro nace con la intención 
de analizar e interpretar la descomposición de las finanzas pú-
blicas contemporáneas en México. En particular, centramos la 
atención en dos aspectos peculiares de la hacienda pública: el 
uso asistencial de las políticas y la administración de la deuda. 
El asistencialismo se ha instaurado en México y en gran parte 
de los países desarrollados desde la década de los noventa, con 
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el surgimiento del modelo económico neoliberal. Este tipo de 
políticas sustituyó los programas de protección social que los 
ciudadanos gozaron como parte del Estado Benefactor, du-
rante el cual los ciudadanos organizados pugnaron por mayo-
res derechos en materia de salud, laboral y de pensiones, entre 
otras. Al desmantelarse el Estado Benefactor, con la liberali-
zación de los mercados laborales y la apertura al mercado de 
todo bien comerciable, los derechos obtenidos por la clase tra-
bajadora se perdieron y dejaron al ciudadano y a su familia en 
una clara desprotección.

El asistencialismo sustituyó a los programas de protección 
social; no obstante, en esta nueva política la acción de gobier-
no es focalizada, centrada en grupos de personas que cumplen 
con ciertas condiciones: condición de pobreza o vulnerabili-
dad. Las políticas asistenciales ofrecen ayuda o socorro a las 
personas desprotegidas sólo por el hecho de cumplir con los 
criterios de selección. De esta forma, los ciudadanos que reci-
ben el apoyo se hacen dependientes de los apoyos, se estable-
ce una relación de sometimiento frente a Estado, en la cual los 
ciudadanos están comprometidos moralmente a sostener a los 
representantes del Estado a través del voto. Así, el asistencia-
lismo perpetúa el abuso de las autoridades estatales a cambio 
de paliativos temporales. 

En México, los programas de combate a la pobreza y de 
educación cumplen con las características de asistencialismo. 
Al respecto, Angélica Tacuba (capítulo III) expone la limita-
da capacidad del programa Oportunidades, programa estre-
lla de combate a la pobreza desde el Gobierno federal, para 
redistribuir la riqueza. El gasto público en educación superior 
evidencia el bajo interés del Estado por invertir en capacida-
des y formar mejores ciudadanos, Eudoxio Morales y Ale-
jandro Sánchez (capítulo IV) describen la baja inversión en 
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educación realizada por los últimos gobiernos, a pesar de la 
demanda social y las recomendaciones de organismo interna-
cionales de colocar la educación como agenda principal.

El segundo elemento bajo análisis es la baja capacidad del 
Estado para recaudar ingresos. Luis Chávez y Eudoxio Morales 
(Capítulo II) exhiben la incapacidad del Estado para expandir 
la hacienda pública mediante el cobro de impuestos; finalmente, 
Fortunato Cuamatzin y Eduardo Vázquez (capítulo V) analizan 
el problema de la deuda pública, que incrementó exponencial-
mente a pesar de que el Estado continúa ofreciendo malos re-
sultados bajo un creciente ambiente de desconfianza social. El 
tema es de gran importancia en el mediano y largo plazo, pues 
en 2016 el costo de la deuda superó el presupuesto destinado a 
las secretarías de Educación y Salud juntas. 

Los temas abordados en este libro son de gran interés para 
toda persona interesada en los problemas contemporáneas de las 
finanzas públicas, sea especialista, estudiante o ciudadano. En 
los textos aquí contenidos, el lector encontrará una clara descrip-
ción del problema, la cual es sustentada con datos que permiten 
conmensurar y contrastar el tamaño del problema. Asimismo, 
los autores asumen una posición crítica y propositiva; la posi-
ción es crítica puesto que, con evidencia y un acercamiento teó-
rico heterodoxo, se exponen las deficiencias del actual modelo 
económico implantado desde el Estado, sin la legitimidad de la 
ciudadanía; la posición es propositiva ya que consideramos la 
posibilidad de pugnar, a través de las ideas y propuestas progra-
máticas, nuevas alterativas al desarrollo que permitan reestruc-
turar el quehacer del Estado desde y para la sociedad.
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El estancamiento de los ingresos públicos

Luis Augusto Chávez Maza
Eudoxio Morales Flores

A lo largo de este capítulo se describirá el esquema de con-
tribuciones vigente en los tres niveles de gobierno en 

México: federal, estatal y municipal. La importancia de esta 
información radica en que los ingresos restringen la capacidad 
de gasto público que en un país en desarrollo, como el mexi-
cano, debe expandirse para superar las condiciones de pobre-
za que afectan a más de 60% de la población. México es un 
país que poco recauda y, en la actualidad, no se observan las 
condiciones para que dicha tendencia cambie. La deficiencia 
en materia recaudatoria es un mal endémico en el país, el cual 
intenta cubrirse con la contratación de una deuda pública que 
alcanza más de 50 % del pib. Así, ante la baja recaudación y 
una presión mayor de la deuda, la probabilidad de aumentar 
el gasto es baja. 

Comparativo internacional

En este apartado se ofrece un comparativo internacional so-
bre la capacidad recaudatoria de México en relación con la 
capacidad de recaudación de algunos países latinoamericanos 
y el promedio de los países miembros de la ocde. Tal informa-
ción resulta de gran importancia porque permite identificar 
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los grandes rezagos de México si es comparado con países con 
niveles de desarrollo cercanos o con el promedio de los países 
más desarrollados.

El dato a mostrar, que puede revisarse en la tabla 1.1, es el 
ingreso por impuestos como porcentaje del Producto Interno 
Bruto (pib) para 2013; dicha información se muestra para tres 
niveles de gobierno: central, regional y local. Ese único dato 
coloca al Gobierno central de México debajo de la capacidad 
de recaudación de Brasil, Chile, Uruguay, Colombia y el pro-
medio de la ocde. También, muestra que la baja capacidad de 
recaudación en México es mayor con los gobiernos estatal y 
municipal, en donde la recaudación es cercana a lo recaudado 
por Guatemala o Costa Rica, que, en conjunto, son los gobier-
nos que menos recaudan en este comparativo internacional.

Tabla 1
Ingresos por impuestos como porcentaje del pib, 2013

País
Gobierno 
Central/
Federal

Gobierno 
Estatal/
Regional

Gobierno 
Local/
Municipal

Total

Guatemala 10.7 … 0.2 10.9
Costa Rica 13.1 … 0.7 13.8
México 15.5 0.6 0.2 16.3
Perú 16.2 … 0.5 16.7
Colombia 14.7 0.8 2.2 17.7
Chile 17.2 … 1.5 18.7
Uruguay 18.4 … 1.1 19.5
Brasil 13.9 8.7 2.1 24.7
Miembros de la 
ocde (Promedio)

20.5 5.0 3.9 29.4

Fuente: ocde. StatExtracts
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Tal comparativo internacional muestra la fragilidad re-
caudatoria de los tres niveles de Gobierno en México. Dicha 
fragilidad es evidente, el nivel recaudatorio es similar a la re-
caudación de países latinoamericanos con mayores rezagos 
económicos y sociales. Bajo tal situación, resulta importan-
te señalar que, adicionalmente, México cuenta con ingresos 
complementarios a la recaudación de impuestos, por medio 
de los ingresos petroleros y la contratación de financiamiento. 
A continuación se describe la estructura de ingresos para los 
tres niveles de gobierno en México. 

Ingresos federales 

En primera instancia, analizaremos el esquema de contribu-
ciones a nivel federal. De acuerdo con la ley en la materia, el 
Código Fiscal de la Federación 2016, se estipuló que las dis-
tintas contribuciones que recauda el Gobierno federal se cla-
sifican en derechos, contribuciones de mejoras, aportaciones 
a la seguridad social e impuestos. Los derechos son contribu-
ciones derivadas del uso o aprovechamiento de los bienes del 
dominio público de la nación o de recibir servicios que presta 
el Estado. Para el caso mexicano, de 1990 a 2015 el cobro por 
derecho de extracción de hidrocarburos fue de gran impor-
tancia para la hacienda, pero a partir de 2015, con la apertura 
al mercado de la industria extractiva petrolera, esa contribu-
ción fue suprimida. 

Las contribuciones de mejoras se cobran a las personas fí-
sicas o morales que se beneficien de manera directa por obras 
públicas. Las aportaciones a la seguridad social son obliga-
ciones fiscales a cargo de las personas físicas y morales bene-
ficiadas por servicios de seguridad social que proporciona el 
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Estado. En tanto, los impuestos son contribuciones obligato-
rias que pagan personas físicas y morales que se encuentran en 
situación jurídica o de hecho prevista en ley. 

En el gráfico 1 se puede observar que los ingresos presu-
puestarios del Gobierno federal mexicano de mayor impor-
tancia son los impuestos, seguidos de los ingresos petroleros 
y, como tercera fuente importante, otros ingresos. Para 2015, 
el ingreso tributario representó 13% del pib, el nivel más alto 
observado entre 1990 y 2015. No obstante, los ingresos petro-
leros disminuyeron de 7.4% del pib en 2008 a 2.2% del pib en 
2015. En suma, la disminución de los ingresos petroleros fue 
compensada con la mejora en la recaudación de impuestos. 

Gráfico 1
Ingresos presupuestarios del Gobierno federal mexicano 

(% del pib)

Fuente. Elaboración propia con datos de la shcp.

Los impuestos de mayor importancia para la hacienda fe-
deral son el isr y el iva. Ese par de impuestos representó 61% 
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de los ingresos presupuestarios del Gobierno federal para 
2015. El iva es un impuesto que se ha mantenido constante 
entre 2010 y 2015, aporta alrededor de 4 puntos porcentuales 
del pib. Por otra parte, el isr aumentó de 2010 a 2015, pasó de 
generar 4.7% del pib a 6.8%. 

A continuación, se anotarán algunas características del isr 
que han limitado la expansión de este impuesto. De acuerdo 
con las reglas estipuladas en la Ley del isr, este impuesto es 
una contribución que recae sobre los ingresos o la fuente de ri-
queza de personas físicas y morales, nacionales o extranjeras, 
que realizan actividades productivas en el país. El monto a pa-
gar por este impuesto se fija mediante el empleo de distintos 
regímenes asociados a tasas de impuesto. En cualquier régi-
men las tasas del impuesto aumentan progresivamente en re-
lación, no lineal, con el ingreso de los contribuyentes. 

Los regímenes de personas físicas son: salarios, pequeño 
contribuyente, intermedio, actividades empresariales, activi-
dades profesionales y arrendamiento. En tanto, las personas 
morales pueden ubicarse en los siguientes regímenes: régimen 
simplificado, fines no lucrativos o régimen general. De acuer-
do con el itesm (2011), el esquema actual de cobro de isr crea 
incentivos entre los contribuyentes, para articularse al régi-
men que les permita el menor pago de contribuciones. 

El iva es un impuesto al consumo de bienes y servicios. La 
dificultad para recaudar este impuesto se observa en dos as-
pectos. El primero proviene de las reglas formales impuestas 
en la Ley del iva, en donde se estipulan tres tipos de tratamien-
to fiscal: generales, exentos y tasa cero, lo cual limita el univer-
so de actos sujetos al impuesto. Entre los bienes y servicios con 
tratamiento fiscal preferente se encuentran los de subsisten-
cia, como son los alimentos (leche, agua, carnes, entre otros) 
y los servicios médicos, entre los de mayor impacto para la 
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población general. Bajo tal situación, la eliminación de los tra-
tamientos fiscales impactaría negativamente en la calidad de 
vida de gran parte de la población de bajos recursos, en un 
país con más de 60% de la población en condiciones de po-
breza (Coneval, 2015). De esta forma, el iva como impuesto 
sin exenciones es un proceso que lentamente está implemen-
tándose pero que enfrenta serias restricciones políticas.

Otro factor que limita la expansión del iva está vinculado 
con el aumento de la economía informal en el país. Algunas 
estimaciones señalan que más de 65% de la población ocupa-
da del país labora en condiciones de informalidad laboral, lo 
que implica que no pague impuestos. Así, dado que el impues-
to está vinculado con el consumo de bienes y servicios forma-
les, aquellos productos adquiridos en los mercados informales 
o ilegales no están sujetos al pago del impuesto. Por lo tanto, las 
posibilidades de expandir la recaudación del iva serán mínimas 
en la medida en que la economía formal en México continúe 
atrapada en la informalidad y los mercados ilegales. En los úl-
timos cuarenta años, el ritmo de crecimiento de la economía 
formal en México fue de apenas 2% anual, y la tasa de natali-
dad fue de 1.5%, de tal forma que el iva está fuertemente vin-
culado con el tamaño de la economía formal; si la economía se 
estanca, la expansión tributaria no podrá consolidarse.

Como se puede apreciar en el gráfico 2, el incremento de 
los ingresos presupuestarios del Gobierno federal, generados 
a partir de una mayor recaudación de impuestos, no fue su-
ficiente para cubrir el gasto realizado. De 2009 a 2015, los 
requerimientos financieros del sector público federal represen-
taron, en promedio, 20% del ingreso total (shcp, 2016). En 
otras palabras, el Gobierno federal contrató financiamien-
to para cubrir los gastos, por lo que se puede señalar que el 
incremento en la recaudación fue insuficiente para cubrir las 
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necesidades crecientes derivadas por el aumento de la pobla-
ción y la expansión de la agenda pública. En los siguientes ca-
pítulos se podrá discutir la efectividad y eficiencia del gasto; 
por el momento, nos limitamos a señalar que el Gobierno fe-
deral mejoró su recaudación, sin embargo, ese crecimiento es 
insuficiente para cubrir las necesidades estatales.

Gráfico 2
Ingresos presupuestarios y por financiamiento del 
Gobierno federal mexicano (% del total de ingresos)

Fuente: Elaboración propia con datos de la shcp.

Ingresos de las entidades federativas

Para 2014, los gobiernos estatales administraron poco más de 
un millón de millones de pesos, lo cual representa 60% de lo 
administrado por el Gobierno federal. Conforme a la Ley de 
Coordinación Fiscal de 2015 (lcf), los estados miembros de la 
federación tienen derecho a recaudar contribuciones y recibir 
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transferencias financieras del Gobierno federal. El Gobier-
no federal transfiere recursos a los estados mediante el fondo 
participable y los fondos por aportaciones federales. La suma 
de las participaciones y las aportaciones federales es la mayor 
fuente de ingresos para los estados. Por lo anterior, previo a 
revisar las contribuciones impositivas que cobran los estados, 
resulta pertinente exponer algunas características de las trans-
ferencias federales. 

En la lfc se indica cómo se conforma los fondos trasferi-
bles, los cuales son generados por la recaudación de impues-
tos federales y derechos sobre extracción de hidrocarburos. El 
primer fondo a mencionar es el fondo general de participa-
ciones, que se distribuye entre las entidades federativas pon-
derando dos aspectos: primero, la aportación de cada estado 
al pib nacional y, segundo, la capacidad de recaudación esta-
tal de impuestos locales y su evolución en un periodo de tres 
años previos (artículo 2 de la lfc). Asimismo, existen otros fon-
dos participables conocidos, como el fondo de fomento mu-
nicipal o el fondo de fiscalización; sin embargo, el fondo de 
participaciones es el de mayor significancia para los estados, 
según consta en los reportes de la Cuenta de la Hacienda Pú-
blica Federal de 2015. De acuerdo con el artículo 9 de la lfc, 
los fondos participables tienen las siguientes características: 
son transferencias fiscalizables por el Gobierno federal, pero 
el Gobierno federal no puede embargar, condicionar su gas-
to ni retener los fondos salvo a petición de la legislatura local. 
Si bien los estados gozan de cierta autonomía para ejercer 
el gasto del fondo de participaciones, la lfc menciona que al 
menos 20% del fondo de participaciones debe transferirse a los 
municipios, donde las legislaturas estatales se encargarán de 
establecer los criterios para distribuir esas participaciones a 
los municipios.
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Por otro lado, los fondos de aportaciones federales son re-
cursos que el Gobierno federal transfiere a los estados. El gasto 
de estos fondos está condicionado por la consecución de obje-
tivos determinados. Entre los principales objetivos, anotados 
en el artículo 25 de la lfc, encontramos educación, servicios 
de salud, infraestructura social y seguridad pública. La distri-
bución de las aportaciones entre los estados se realiza aten-
diendo criterios particulares según el objetivo del fondo, por 
ejemplo, el artículo 27 de la lfc señala que el fondo de apor-
tación para la educación básica y normal está destinado a las 
entidades con mayor número de estudiantes y con mayor ca-
lidad educativa. En tanto, el artículo 34 de la lfcindica que la 
aportación por infraestructura y para el fortalecimiento de 
las entidades federativas se asignará, en mayor medida, a los 
estados con altos grados de marginación y pobreza.

Al igual que las transferencias por participaciones, según 
consta en el artículo 49 de la lfc, las aportaciones por nin-
gún motivo, salvo por disminución del presupuesto federal, se-
rán menores a lo ministrado durante el periodo fiscal anterior. 
También, en el artículo 49 se menciona que los recursos para 
los estados no son embargables a menos que medie una soli-
citud de la legislatura local, quien funge como la responsable 
principal de la supervisión del gasto. En caso de la aplicación 
indebida de los recursos, las legislaturas locales deben infor-
mar a la Secretaría de la Función Pública federal para que de-
termine y ejecute la sanción a las autoridades estatales.

Ahora bien, el artículo 115 de la Constitución federal se-
ñala que los estados pueden complementar sus ingresos con 
la recaudación de impuestos, derechos, productos, aprovecha-
mientos, contribuciones de mejoras y financiamiento (deuda). 
Entre los impuestos de mayor recurrencia se mencionan los si-
guientes: hospedaje, juegos y espectáculos, tenencia de autos, 
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enajenación de vehículos, actos notariales y remuneraciones 
(incluye el impuesto sobre nómina, a las profesiones y por tra-
bajo no subordinado).

Tabla 2
Ingresos públicos de los gobiernos estatales como porcen-

taje del total de ingresos

Entidad Impuestos Otros 
ingresos Transferencias Financiamiento 

Nuevo León 9.99% 5.67% 77.70% 6.63%
Campeche 8.67% 2.14% 88.65% 0.54%
Coahuila de 
Zaragoza 8.03% 6.19% 77.04% 8.55%

Querétaro 7.80% 6.08% 85.88% 0.00%
Quintana Roo 7.07% 7.47% 69.47% 8.80%
México 6.29% 11.74% 71.82% 2.48%
Baja 
California 6.22% 3.43% 84.76% 5.59%

Chihuahua 5.64% 9.46% 81.55% 2.64%
Yucatán 4.99% 3.90% 81.61% 4.59%
Puebla 4.49% 3.50% 90.50% 0.00%
Promedio 
nacional 4.20% 4.47% 85.43% 3.86%

Aguascalientes 4.10% 2.97% 85.20% 0.80%
Tamaulipas 4.06% 5.30% 87.89% 2.76%
Baja 
California Sur 4.00% 1.39% 82.25% 11.91%

Jalisco 3.92% 5.80% 88.35% 1.92%
Sonora 3.76% 2.87% 69.23% 13.10%
Durango 3.62% 2.73% 88.34% 5.31%
Tabasco 3.61% 1.85% 91.29% 3.25%
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Continuación Tabla 2
Sinaloa 3.51% 4.81% 90.01% 1.67%
Guanajuato 3.33% 16.32% 80.35% 0.00%
Colima 3.22% 2.93% 80.85% 13.00%
Nayarit 3.09% 1.21% 95.25% 0.06%
Veracruz 2.83% 4.69% 84.21% 0.00%
San Luis 
Potosí 2.79% 3.56% 87.95% 1.47%

Guerrero 2.67% 0.88% 95.98% 0.00%
Hidalgo 2.38% 3.52% 87.54% 6.55%
Morelos 2.24% 2.33% 93.03% 1.70%
Chiapas 1.99% 3.63% 92.48% 1.91%
Oaxaca 1.76% 3.36% 89.61% 4.84%
Tlaxcala 1.65% 2.21% 88.66% 0.00%
Michoacán 1.35% 2.90% 92.43% 3.27%
Zacatecas 1.23% 3.72% 88.58% 6.47%
Fuente. Elaboración propia con datos de los registros administrativos so-

bre Finanzas Públicas Estatales, inegi.

En la tabla 1 se expone la estructura porcentual de ingresos 
de los estados, los cuales se agrupan en impuestos, transferen-
cias federales, financiamiento y otros ingresos, provenientes 
del cobro de derechos, productos y aprovechamientos. De 
acuerdo con esa información, las transferencias son la prin-
cipal fuente de ingresos para los estados. El promedio nacio-
nal indica que la segunda fuente de ingresos para los estados 
es por medio de otros ingresos, con 4.5% del total de ingresos. 
En tanto, los ingresos estatales derivados por el cobro de im-
puestos representaron apenas 4.2% del total. Con tal infor-
mación, la limitada capacidad de los estados para recaudar 
impuestos y otros ingresos propios es evidente; tal deficiencia 
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es compensada con la contratación de obligaciones financie-
ras, que representaron 3.8% de los ingresos totales. 

Las mejores y peores haciendas estatales
Como ya se revisó, los gobiernos estatales recaudan una pe-
queña cantidad de recursos vía impuestos, y dependen en 
gran medida de las transferencias federales. Sin embargo, el 
nivel de recaudación muestra diferencias entre las entidades 
federativas del país. En la tabla 1 es posible observar a Nuevo 
León, Campeche y Coahuila como las entidades federativas 
con mayor capacidad para cobrar impuestos. En otro extre-
mo, Zacatecas, Michoacán y Tlaxcala son las entidades con la 
menor recaudación a nivel nacional. 

En promedio, para 2014, Nuevo León cobra por impuestos 
estatales mil pesos por habitante, ese mismo dato para Cam-
peche es de 838 pesos, tres veces por encima de la media na-
cional, que se ubica en 329 pesos. A pesar de ubicarse como 
los mejores recaudadores, la recaudación de impuestos en 
Nuevo León y Querétaro apenas está 7% encima del total de 
sus ingresos. En Michoacán la recaudación asciende a 125 pe-
sos recaudados por habitante, valor apenas por encima de los 
97 pesos que recauda el Gobierno estatal de Zacatecas.  

A continuación, en el gráfico 3 se observa la evolución, de 
1989 a 2015, del promedio nacional del cobro de impuestos, 
transferencias y financiamiento. A partir de ese gráfico, se pue-
de señalar que a lo largo del periodo la importancia de las trans-
ferencias aumentó, pasando de 50% a más del 85%. A mayor 
dependencia de las transferencias federales, la recaudación de 
impuestos se mantuvo constante a lo largo del periodo analiza-
do, alrededor del 1%. Adicionalmente, otra fuente de ingresos 
fue la contratación de financiamiento o deuda pública, que es-
tuvieron por encima de los ingresos impositivos, de 1989 a 1996 
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y de 2009 a 2014; de 1997 a 2008 y en 2015, el financiamiento 
apenas se ubica por debajo de los impuestos. En ese sentido, se 
puede señalar que los estados se encuentran en una fase de es-
tancamiento en materia de recaudación, aunado a una fuerte 
dependencia de las trasferencias federales; sin embargo, cuando 
los ingresos son insuficientes, los estados prefieren expandir la 
deuda en lugar de mejorar la recaudación de largo plazo.  

Gráfico 3
Evolución de la recaudación de impuestos estatales como 

porcentaje de los ingresos totales del estado, de 1989 a 2015

Fuente. Elaboración propia con datos de los registros administrativos so-
bre Finanzas Públicas Estatales, inegi. 

Ingresos municipales

En el artículo 115 de la Constitución política federal y en 
las leyes de coordinación fiscal de los 31 estados se estable-
ce la estructura de ingresos para los gobiernos municipales. 
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En general, los ingresos a favor de la hacienda pública mu-
nicipal se conforman por impuesto a la propiedad y traslado 
de bienes inmuebles, derechos, productos, aprovechamien-
tos, contribuciones de mejora, financiamiento y transferencias 
estatales-federales. 

El impuesto sobre propiedad inmobiliaria es mejor conoci-
do como impuesto predial. Siguiendo lo anotado en Arriaga 
(2001), este impuesto lo paga el propietario de un inmueble, ya 
sea terreno, vivienda, edificio o local-comercial; generalmente, 
el valor del impuesto se estipula considerando el valor comercial 
del suelo y el valor de la construcción, y su pago es anual. A me-
dida que un inmueble goce de mayores servicios públicos (agua 
potable, alumbrado público, calles pavimentadas, etc.), el valor 
comercial del inmueble crece y, en consecuencia, el monto del 
impuesto a pagar también. Existe otro impuesto sobre propie-
dad que corresponde al traslado de bienes inmobiliarios y grava 
la transacción o la cesión del bien, donde el monto del impuesto 
por traslado de inmuebles, al igual que el impuesto predial, au-
menta progresivamente con respecto al valor catastral del bien.

Además de recaudar impuestos, según Faya (2008), los 
gobiernos municipales pueden cobrar derechos, productos, 
aprovechamientos y contribuciones de mejoras. Los derechos 
se cobran cuando el gobierno municipal realiza alguna fun-
ción de derecho público; algunos derechos se derivan de los 
servicios de suministro de agua potable, recolección de basu-
ra y uso del panteón. Otras contribuciones recaudadas por los 
gobiernos municipales son los llamados productos, que se co-
bran por contraprestaciones que recibe el gobierno munici-
pal en funciones de derecho privado; algunos ejemplos son el 
cobro por venta de información del archivo histórico, venta 
de formas oficiales e impartición de cursos. Los aprovecha-
mientos son otro tipo de contribuciones para los gobiernos 
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municipales, y se obtienen por el cobro de recargos, sancio-
nes, indemnización y gastos de ejecución. Por último, los go-
biernos municipales pueden cobrar contribuciones a personas 
físicas o morales cuando éstas se benefician de manera priva-
da por la provisión de obras realizadas por el propio gobierno.

Constitucionalmente, los municipios tienen derecho a reci-
bir recursos por transferencias provenientes de los gobiernos 
federal y estatal. Se debe recordar que, según la lcf, los esta-
dos están obligados a entregar por lo menos 20% del fondo 
general de participaciones a sus municipios, lo cual será dis-
tribuido siguiendo criterios establecidos por las legislaturas lo-
cales. Complementariamente, el Gobierno federal asigna un 
fondo conocido como fondo de fomento municipal (artículo 
2.A. de la lcf). Tal fondo se entrega a los estados para que 
ellos lo distribuyan entre sus municipios siguiendo pautas es-
tablecidas por los congresos locales. Como puede notarse, los 
municipios tienen derecho a percibir dos fondos de participa-
ciones, los cuales son distribuidos por los gobiernos de los esta-
dos siguiendo reglas establecidas por las legislaturas estatales.

Otros fondos transferibles a favor de los municipios son las 
aportaciones federales (artículo 25 de la lcf). Al igual que 
las aportaciones federales a los estados, el Gobierno federal 
condiciona el uso de los recursos de las aportaciones en la perse-
cución de ciertos objetivos. El primer fondo a revisar es el fondo 
de aportaciones para la infraestructura social municipal (artí-
culo 33 de la lcf). Los recursos de este fondo deben destinarse, 
exclusivamente, al financiamiento de obras para infraestructu-
ra de agua potable, alcantarillado, salud, educación, caminos 
rurales e infraestructura productiva rural. Contrario a lo que 
sucede con los fondos de participaciones, donde los congresos 
locales determinan los criterios de distribución entre los muni-
cipios, la distribución del fondo de aportaciones se realiza con 
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base en las reglas anotadas en la lcf (artículo 34). En el fondo de 
infraestructura la distribución se determina mediante una fór-
mula que privilegia con mayores recursos a los municipios con 
mayores niveles de marginación y pobreza. 

Por último, los gobiernos municipales pueden solicitar em-
préstitos de privados o públicos siempre y cuando cumplan con 
las condiciones estipuladas por los congresos locales (véase ar-
tículo 115 de la Constitución federal). En el siguiente apartado 
se revisará la estructura porcentual de los ingresos municipales. 

Como ocurre a nivel estatal, los municipios dependen en 
gran medida de las transferencias. En el gráfico 3 se anota la 
información promedio, a nivel nacional, sobre la estructura de 
ingresos del municipio. Para el periodo de 1989 a 2015, el mu-
nicipio medio nacional recibe aproximadamente 67% de sus in-
gresos vías transferencias, y apenas 10% proviene del cobro de 
impuestos. Los ingresos municipales son complementados me-
diante financiamiento (8%) y otros ingresos ordinarios (14%). 

Gráfico 4
Estructura porcentual de los ingresos municipales, pro-

medio nacional de 2008 a 2015

Fuente: Elaboración propia con datos de los registros administrativos so-
bre Finanzas Públicas Estatales y Municipales, inegi. 
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Los ingresos del sector público en México están fuertemente 
vinculados con la capacidad recaudatoria del Gobierno fede-
ral, y los gobiernos estatal y municipal poco aportan. En los úl-
timos años,  con las reformas a las leyes tributaria y energética, 
aunado a un descenso de los precios del petróleo, los ingresos 
federales se mantuvieron estables. A pesar de la estabilidad de 
ingresos, los egresos de la federación y los gobiernos subnacio-
nales aumentaron. En el gráfico 5 podrá observarse el déficit 
primario del sector público, el cual se calcula como la diferencia 
entre gasto programable menos ingresos presupuestarios; la di-
ferencia positiva es un superávit. El superávit se puede obser-
var de 1991 a 1995, el cual se alcanzó gracias a los ingresos 
extraordinarios provenientes de la privatización de empresas 
públicas. De 1996 a 2016 el déficit se observó, con excepción 
de 2005 a 2007, donde se mantuvo un equilibrio presupuesta-
rio que se perdió entre 2008 y 2009 con la grave crisis financie-
ra internacional, y continúo creciendo en los años posteriores 
hasta alcanzar niveles mayores a 4% del pib. 

Gráfico 5
Financiamiento del balance público y costo financiero

Fuente: Elaboración con datos de la shcp.
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Reflexión final

El aumento del déficit impactó directamente sobre el saldo de 
deuda pública, el cual debe amortizarse en el mediano y largo 
plazo, tal como se expone en el trabajo de Cuamatzin y Tovar 
que aparece en esta obra. El Gobierno federal destina 2% del 
pib, poco más de 10% del gasto federal, para cubrir el costo de 
la deuda (saldos e intereses). Pero al observar que el déficit en 
los últimos años se ubica por encima del 3%, se puede deducir 
que el Estado mexicano debe contratar deuda adicional para 
cubrir el costo de la deuda. Tal situación es un problema en lo 
financiero, en la capacidad del Estado mexicano para incre-
mentar el gasto público en materia de desarrollo, tal como se 
expone en los trabajo de Tacuba, Sánchez y Naranjo y Abasa-
lón. En suma, el trabajo financiero del actual Estado mexica-
no está orientado a sostener un sistema de asistencia social en 
materia de combate a la pobreza y educación, el cual es fácil 
de administrar pero sin impacto social. De esta forma, el Es-
tado se ubica entre la administración de la deuda y el sosteni-
miento de un conjunto de políticas clientelares.
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La función redistributiva 
del presupuesto público. 

El caso del programa 
Oportunidades en México 

Angélica Tacuba Santos

Introducción

El presente ensayo1 tiene por objetivo examinar el papel del 
gasto público en el desarrollo social, uno de los compo-

nentes más importantes del progreso de cualquier país, pues 
alude al mejoramiento del bienestar de la población en condi-
ción de desigualdad y pobreza. 

La sección i aborda lo relacionado con la función redis-
tributiva del presupuesto, con base en los planteamientos de 
Musgrave (1973) y argumentando que ésta es una tarea que 
sólo el Estado puede y debe realizar en cualquier régimen eco-
nómico. En vistas de los fines colectivos del Estado y de la na-
turaleza instrumental del gasto público, el presupuesto juega 
un rol esencial en el diseño, conducción y ejecución de la polí-
tica social a través de múltiples programas.

La sección ii analiza el caso del programa Oportunidades (ac-
tualmente Prospera) como un caso puntual del gasto público des-
tinado al desarrollo social: características, presupuesto asignado, 

1  Este ensayo es producto de la tesis de doctorado “Gasto público y desarrollo ru-
ral en México, 1990-2013”, realizada en el Posgrado de Economía, de la Facultad 
de Economía, de la unam. Puede consultarse completa en la página: tesis.unam.mx.
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cobertura por grandes áreas geográficas (rural, urbano y por esta-
do) y resultados con base en las evaluaciones disponibles.2 En una 
comprensión más amplia, este apartado introduce el tema de la 
diferencia que supone destinar mayores volúmenes de gasto pú-
blico a lo social y contar con una estrategia de desarrollo social. En 
México predomina el primer escenario. No hay un plan de largo 
plazo que enfrente exitosamente la transmisión intergeneracional 
de pobreza, la cual, a la fecha, sigue su curso con vigorosidad.

La función redistributiva del presupuesto público

El presupuesto público es el proceso que relaciona sistemáti-
camente la captación de ingresos del gobierno con el gasto. 

2  Oportunidades operó hasta el año 2013 como tal. A partir del 2014 cambió su 
nombre a Prospera, con los siguientes componentes:

1. Educación.Los jóvenes de prospera podrán beneficiarse con becas para estu-
dios universitarios o técnicos superiores. Además, recibirán un estímulo espe-
cial, de 4 mil 890 pesos, para inscribirse a la universidad.
2. Salud. Las familias de prospera tendrán facilidades adicionales para afiliarse 
al Seguro Popular o al Seguro Médico Siglo XXI, y el Paquete Básico Garan-
tizado de Salud crece al doble. De 13 servicios médicos básicos –o intervencio-
nes–, ahora cubrirá 27.
3. Nutrición. Con prospera, las mujeres embarazadas o en lactancia, y los niños 
de 6 meses a 5 años recibirán nuevos suplementos alimenticios.
4. Inclusión Financiera. A través de la Banca de Desarrollo, se facilitará el acceso 
de más de 6 millones de mujeres beneficiarias, a diversos servicios financieros, 
como préstamos con tasas promedio de 10% anuales, seguro de vida, cuentas 
de ahorro, entre otros.
5. Inserción Laboral. Cuando los jóvenes de prospera busquen un trabajo, ten-
drán prioridad en el Servicio Nacional de Empleo y en el Programa Bécate, 
que les brinda capacitación laboral.
6. Salidas Productivas. Los beneficiarios de prospera contarán con apoyo para 
tener una fuente de ingresos, que les permita salir de la pobreza, a partir de 
su propio trabajo y esfuerzo. Para ello, las familias de prospera tendrán acceso 
prioritario a 15 programas productivos.

Obtenido de http://www.presidencia.gob.mx.
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Presupuestar significa planear estratégicamente, definir objeti-
vos sociales, el tipo de políticas a ejercer y el uso y disposición 
de los recursos. Asimismo, involucra aspectos de control admi-
nistrativo (los fondos son usados efectivamente en el logro de 
metas) y de control operacional (las tareas específicas de cada 
departamento son llevadas a cabo eficientemente) (Lyden y 
Miller, 1983: 70).

La definición de presupuesto proviene de la ciencia de las fi-
nanzas públicas, que estudia la obtención de los ingresos y su 
inversión (Lyden y Miller, 1983: 73). La influencia del presu-
puesto público sobre el desarrollo, visto como el proceso de 
crecimiento sostenido combinado con justicia social, ha sido 
abordada en amplitud destacando cómo la combinación de 
equidad y eficiencia en la administración de los recursos del 
Estado se traduce en el diseño de una gama de programas 
productivos y sociales (Aschauer, 1998; Azuara, 2013; Have-
man y Margolis, 1992; Gómez, 2006).

De acuerdo con Musgrave (1973), uno de los teóricos más 
destacados de las finanzas públicas, el presupuesto público 
desempeña tres funciones básicas en cualquier economía: 1) 
promoción económica, 2) redistribución del ingreso y 3) es-
tabilización macroeconómica. Por estas vías el presupuesto 
cumple sus tareas fundamentales en el desarrollo: promoción 
de la actividad económica mediante la inversión en los dife-
rentes sectores productivos, realización de ajustes en la distri-
bución del ingreso instrumentando diversidad de programas 
sociales (e impuestos) para reducir la desigualdad y estabiliza-
ción económica a través de políticas deficitarias o contractivas 
en fases de crisis y auge.

El planteamiento de Musgrave lleva al reconocimiento de 
la magnitud de los problemas sociales y de la constante escasez 
de fondos para resolverlos, pero le da un peso significativo a la 
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calidad del gasto más que a la cantidad. El mayor problema con-
siste en cómo manejar la política fiscal de forma que sus obje-
tivos, incluyendo los aspectos de promoción del crecimiento, 
redistribución y estabilización, sean satisfechos simultánea-
mente; la política presupuestaria es una tarea que difícilmente 
puede llevar a soluciones perfectas. Por la naturaleza del pre-
supuesto como un problema de asignación, el peligro de la 
ineficiencia puede darse tanto con gastos insuficientes como 
con gastos excesivos (Musgrave, 1973).

El presupuesto es un instrumento que influye en las tasas de 
crecimiento y en los indicadores de bienestar social (Musgra-
ve y Musgrave, 1992).3 Las funciones de promoción del creci-
miento y redistribución del ingreso se instrumentan por la vía 
de programas presupuestarios de naturaleza diversa, y se espe-
ra que las funciones confiadas al presupuesto se logren exito-
samente incrementando las tasas de crecimiento económico y 
reduciendo las brechas de desigualdad. 

Enfatizando su función redistributiva, el Gobierno, como po-
der supremo que rige al Estado y conjunto de órganos encarga-
dos de conducir a la comunidad al logro de sus fines esenciales, 
obtiene su legitimidad por el cumplimiento de la justicia social 
vía sus diferentes instrumentos, entre ellos el presupuesto (Serra-
no, 2001). Las actividades públicas producen una serie de trans-
ferencias de poder adquisitivo de los particulares al Estado y de 

3  En palabras del propio Musgrave: “Las operaciones presupuestarias afectan el 
nivel de demanda agregada, y los cambios en el nivel de demanda agregada afec-
tan a los niveles de empleo y de precios. Nos guste o no, el presupuesto, por tanto, 
tiene repercusiones importantes en el comportamiento macroeconómico de la eco-
nomía y, a su vez, se convierte en un instrumento importante para afectar a dicho 
comportamiento. Además, la política presupuestaria afecta la división de la pro-
ducción total entre consumo y formación de capital y, por tanto, a la tasa de creci-
miento económico” (Musgrave, Richard y Musgrave, Peggy, 1992, Hacienda pública: 
teórica y aplicada, Madrid, Mc. Graw-Hill).
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éste a la colectividad, lo que origina cambios en la producción 
y en la distribución de la riqueza, por lo que la máxima venta-
ja consiste en que este proceso se traduzca en el mayor beneficio 
para la sociedad. La señal más cercana al actuar del Estado y de 
la eficacia presupuestaria es el patrón de desarrollo: si es equita-
tivo, es concordante con los principios de la constitución del Es-
tado; si no lo es, es contradictorio. El patrón de desarrollo de un 
país es el marco de referencia desde el cual se evalúa el cumpli-
miento de los objetivos colectivos del Estado. Un país con gran-
des desigualdades refleja inconsistencias entre los fines del Estado 
y la función redistributiva del presupuesto (Serrano, 2001).

La redistribución como función del presupuesto realizaría 
ajustes en el reparto de la riqueza determinada por el mercado 
en aquellos países con ese modelo económico. Ya sea aumen-
tando el ingreso de algunos vía transferencias sociales y redu-
ciendo el de otros vía impuestos (impuestos progresivos o en 
proporción a la renta), el Estado o, más particularmente, la po-
lítica presupuestaria cumplirían con esta función. Las funciones 
del presupuesto que promueven el crecimiento y cumplen con 
la redistribución del ingreso y la riqueza operan con mayor o 
menor intensidad en función del régimen político y económico 
de cada país, de los lineamientos en cuanto al tipo de programas 
a ejercer y de la heterogeneidad propia de los problemas socia-
les, pero son irremplazables (Tello, 2007; Cepal, 2015). 

La equidad en la redistribución del ingreso como objeti-
vo del gasto social. El caso del programa Oportunidades

Características
Los shocks económicos nacionales e internacionales deriva-
dos de la apertura comercial y financiera en México desde 
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la década de los ochenta condujeron a la implementación de 
programas de protección social que fungieron como atenuan-
tes de la desigualdad social generada por las crisis de 1982 y 
1995.4 Uno de ellos fue el programa de desarrollo humano 
Oportunidades, que incluyó apoyos en efectivo y en especie 
en tres áreas: educación básica, salud y alimentación. Se di-
señó posterior a la crisis de 1995 y empezó a operar en 1997 
con el nombre de Progresa; en ese entonces, sólo cubría las 
zonas rurales, las mayormente afectadas y en una transición 
presurosa por la inclusión del sector agroalimentario en el 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan) 
(Orozco y Hubert, 2005). En el año 2000, Progresa transitó a 
Oportunidades ampliando su cobertura a las zonas urbanas e 
incluyendo apoyos a la educación media superior además de 
la educación básica. En el nuevo nombre del programa influ-
yó el enfoque de capacidades de Amartya Sen, ya que su finalidad 
era mejorar las capacidades de los pobres en cuanto a salud, 
educación y nutrición, vistos como medios para ampliar sus 
oportunidades de desarrollo (Sen, 1998), pero también influyó 
la percepción del Gobierno para llevar a cabo una política so-
cial de subsidios focalizados en el momento en que las condi-
ciones pobreza así lo requerían.5

4  Anterior a Oportunidades, funcionó el Programa Nacional de Solidaridad (Pro-
nasol), que tenía un campo de acción más completo: 1) solidaridad social: salud, 
alimentación, educación y vivienda; 2) solidaridad productiva: actividades agro-
pecuarias, agroindustriales y piscícolas; y 3) solidaridad para el desarrollo regional: 
obras de infraestructura de impacto regional.
5  Las reglas de operación del programa no mencionan nada respecto a la adop-
ción del nombre “Oportunidades”. Antes de ese año se denominaba Programa de 
Educación, Salud y Alimentación (Progresa); sin embargo, debido alas condiciones 
sociales consecuencia de la crisis de 1995 que resultaron en incrementos de la po-
breza, es posible que el nuevo nombre dado al programa tuviera una proyección 
más amplia al incorporar, además de los rurales, a los pobres urbanos. La influen-
cia del enfoque de capacidades de Amartya Sen, manifiesto en diversos trabajos del 
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Una primera característica operativa de Oportunidades fue 
su funcionamiento como una transferencia condicionada: el apoyo 
se otorgaba previo compromiso de las familias de invertir el re-
curso en cada rubro de los tres componentes. De esa manera, 
se hizo partícipes a los beneficiarios de la operación y éxito del 
programa; en términos de eficiencia pública, fue una ventaja 
relacionada con la certeza del uso del subsidio por las familias 
beneficiarias en los temas determinados por el Gobierno.6 Un 
segundo rasgo fue que se diseñó como un programa focalizado 
que remplazaba los subsidios alimentarios generalizados –pre-
vios a la década de los noventa– por las transferencias moneta-
rias directas. La focalización del programa respondió al criterio 
de eficiencia presupuestaria al cubrir a la población en pobreza 
y pobreza extrema de manera discriminatoria respecto a la que 
no se encontraba en esa condición, y de forma particular, a la 
perteneciente a las zonas rurales.7

Una tercera característica del programa fue que, aunque 
respondió primariamente a los efectos de desigualdad pro-
vocados por la crisis de 1995, se pensó como una estrategia 
de largo plazo. Se buscaba incidir, de manera favorable, en 
las situaciones donde el poco uso de los servicios de salud y el 
desconocimiento de prácticas de buena salud causaban mal-
nutrición y alta morbilidad, y donde la pobreza ocasionaba 

Banco Mundial y la ocde, también contribuyeron en su nueva denominación, ya 
que la palabra oportunidades, además de significar “conveniencia de tiempo y lugar” 
para realizar una acción, en la visión de Sen es sinónimo de libertad.
6  Los beneficiarios estaban obligados a presentar los comprobantes respectivos de 
asistencia a la escuela y de citas médicas de acuerdo con programas previamente 
estipulados.
7  La eficiencia del programa Oportunidades podría invocarse al tomar en cuenta que 
siguió los criterios de focalización de la política social que se introdujeron después de 
la crisis de 1982 y que priorizaron el ahorro y la disciplina fiscal. En ese sentido, el 
programa se acopló a la instauración del uso óptimo de los recursos públicos al que-
dar delimitado para un segmento particular de la población: los pobres.
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que los niños, desde una edad temprana, contribuyeran al 
ingreso familiar, lo que imposibilitaba su asistencia a la escue-
la o hacía que, cuando asistieran, tuvieran un menor nivel de 
aprovechamiento. Ese círculo vicioso es el que se buscaba inte-
rrumpir (Sedesol, 1998).

Al respecto, Sen (1998) comenta que la eficacia instrumen-
tal de algunos tipos de libertad (alimentación, salud y educa-
ción, por ejemplo) para fomentar otros tipos de libertad es un 
poderoso complemento en el logro de una libertad humana 
mayor. La pobreza es privación y exclusión social si por la ca-
rencia de satisfactores la población está imposibilitada de par-
ticipar en su propio entorno alimentándose, educándose y 
cuidando de su salud satisfactoriamente. La conexión entre los 
funcionamientos más básicos, como la alimentación, la salud 
y la educación, y los más complejos, como la motivación, el 
autorrespeto y la autoconfianza, forma el todo de las condi-
ciones para el desarrollo de las capacidades de los individuos, 
la formación de capital humano y la superación de la pobre-
za. La pobreza puede ser vista entonces como un resultado 
del estatus que se tiene en el ámbito de ciertas relaciones (be-
ings) o de una participación en las actividades (doings) propias 
de las relaciones familiares, empresariales o con el Estado, el 
vecindario, la parroquia, etcétera, que son incapaces, cada 
una y en conjunto, de proveer las condiciones para vivir ade-
cuadamente (Iguíñiz, 2014). Así, bajo la visión de las causas 
relacionales que explican la pobreza como una situación de 
exclusión social que abarca más que sólo carencias materiales 
o monetarias, la política presupuestaria no termina su función 
redistributiva con sólo aumentar el gasto social o crear nue-
vos programas carentes de lógica interna y en un ambiente de 
ineficiencia operativa. 
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Presupuesto y cobertura
Oportunidades tuvo tres características en relación con el 
presupuesto público. La primera es que formó parte de una 
política de desarrollo social mucho más amplia que incluía 
otros programas, los cuales, en conjunto, llevaron al incre-
mento del presupuesto asignado a desarrollo social en Méxi-
co (Sedesol, 1998).La segunda es que surgió como un apoyo 
focalizado en un contexto de ajuste fiscal cuyo rasgo fue la 
racionalización y adecuación de la oferta de fondos públicos 
a las necesidades más apremiantes (década de los noventa). 
La focalización no sólo exigía cubrir prioridades a nivel de la 
inversión global del Gobierno (infraestructura, producción, 
bienestar social), sino al interior de los nuevos programas so-
ciales, lo que implicaba una selección de la población obje-
tivo por grado y severidad de pobreza (Gordon, 1998).8 Los 
programas debían ser diseñados con el fin de atender un de-
terminado problema o una necesidad específica. La tercera 
es que Oportunidades fue de los programas del presupuesto 
federal a los que se asignaron mayores cantidades de recur-
sos. Aun bajo el esquema de ajuste fiscal, el gasto ejercido 
creció rápidamente a partir de su primer año de operación, 
en 1997, y, en particular, en el año 2000, cuando el progra-
ma transitó de Progresa a Oportunidades. Inicialmente, 

8  En el análisis del replanteamiento de la política social después de la crisis de 
1982, en la literatura se encuentran dos visiones. La primera, que sostiene que los 
cambios eran necesarios en una época de redimensionamiento del Estado y, por 
tanto, de la política de gasto que condujo a la focalización de los programas; la po-
lítica social continuaría su labor de integrarse a la política de desarrollo general, 
sólo que en un entorno distinto. La segunda, que sostiene que la política social sir-
vió para disminuir las tensiones sociales que surgirían con las medidas de ajuste y la 
implantación de un modelo neoliberal extremo; en ese caso, el gasto destinado a lo 
social se convirtió en paliativo de los efectos de las reformas económicas (Gordon, 
Sara, “Entre la eficacia y la legitimidad: el Pronasol como política social”, Las polí-
ticas sociales de México en los años noventa, Plaza y Valdés, México, 1998, pp. 247-261).
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Progresa nació para el medio rural; después del año 2000, su 
cobertura integró a las familias urbanas, lo que explica, ade-
más de los nuevos componentes introducidos, el aumento del 
presupuesto a partir de entonces (figura 1). A pesar de la in-
corporación de las familias urbanas al programa, la mayor 
parte del gasto se orientó a cubrir preeminentemente a las 
zonas rurales atrayendo éstas 81% del gasto total (Orozco y 
Hubert, 2005).9 

La cobertura de Oportunidades por hogar benefició a 70% 
de los hogares pertenecientes a los dos quintiles más pobres 
y, en esa lógica, mostró una focalización de tipo progresivo 
(atención a la población y a los estados más pobres) (Cone-
val, 2011). Con esa visión, y en un debate más amplio sobre 
los perjuicios de la injerencia del Estado en temas sociales, el 
programa no generaría incentivos negativos al empleo –o po-
sitivos a la ociosidad– en una población con escasez de efec-
tivo pero que incluida en el apoyo tendría la posibilidad de 
acrecentar su formación escolar y mejorar su estado nutricio-
nal, para posteriormente ingresar al mercado laboral con ma-
yores capacidades individuales. El Estado otorgó el apoyo en 
un contexto no de ociosidad, sino de pobreza y de una perma-
nente búsqueda de alternativas para salir de ella.10

9  Tras la focalización, hay métodos matemáticos y econométricos rigurosos. Al-
gunos de los utilizados para la elección de la población objetivo del programa son: 
1) análisis discriminante, 2) Logit y 3) multinivel. En un estudio se encontró que el 
primero tiene menores errores de inclusión de la población objetivo porque es 
el que menos sesgos y fugas presenta, garantizando que la población incluida en el 
programa sea lo más congruente posible con la objetivo (Orozco, Mónica y Cecilia 
Hubert, La focalización en el Programa de Desarrollo Humano Oportunidades, Banco Mun-
dial, México 2005).
10  La crítica a la intervención del Estado en programas sociales es ampliamente 
expuesta por autores como Milton Friedman. En su libro Libertad de elegir, haciendo 
una reseña del desplazamiento de la libertad individual como principio filosófico y 
práctico, y la intromisión del Estado en la protección social en la primera  mitad del 
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Figura 1
Presupuesto total ejercido por el 

programa Oportunidades, 1997-2012
Millones de pesos constantes

Fuente: Elaborado con base en el Coneval. Coordinación Nacional del 
Programa Oportunidades.

Ficha de Monitoreo: 2012-2013.

Por componente del programa, el presupuesto ejercido en 
alimentación, educación y salud se condensó en seis estados 
entre los que se encontraron Chiapas, Guerrero y Oaxaca, va-
riando de posición por componente pero manteniéndose en 
los primeros lugares de gasto asignado y ejercido (figura 2).

siglo xx menciona: “El énfasis en la responsabilidad del individuo sobre su propia 
suerte fue reemplazado por el énfasis en el individuo como un peón dominado por 
fuerzas más allá de su control. El punto de vista de que el papel del Estado consis-
te en servir de árbitro para impedir que los individuos luchen entre sí, fue reem-
plazado por la concepción del Estado como padre que tiene el deber de obligar a 
algunos a ayudar a otros (…) Cada vez más, el Estado se ha entregado a la tarea 
de quitar a algunos para dar a otros, en nombre de la seguridad y de la igualdad 
(Friedman, Miltón, Libertad de elegir, Grijalbo, Madrid, 1980).
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De manera general, se puede inferir que la cobertura de 
Oportunidades por estado fue progresiva y contó con la in-
fraestructura necesaria para operar sus tres componentes. No 
obstante, el tema de la calidad de los servicios educativos y de 
salud prestados fue un factor muy importante en razón de que 
la disponibilidad de ellos no garantizaba la formación adecua-
da de capacidades en los beneficiarios. Bajo la visión del capital 
humano, las deficiencias en los servicios educativos y de salud 
fomentan también un capital humano deficiente. Ello es irreba-
tible cuando se retoma lo que una de las evaluaciones del pro-
grama revela en relación a que el impacto en las áreas urbanas 
(que cuentan con mejor infraestructura médica y de escuelas) 
fue inferior al de las áreas rurales, ya que el uso de los comple-
mentos alimenticios no siempre fue el mejor y la calidad de los 
servicios educativos y de salud fue claramente deficiente

Resultados
Entre 1997 y 2013, Oportunidades estuvo sujeto a evaluacio-
nes periódicas de distinta naturaleza. De las institucionales 
avaladas por el Coneval, existen veinticinco específicas de desem-
peño, seis específicas, nueve complementarias, cuatro de consistencia 
y resultados, y una de impacto; es decir, 45 en total.11La finali-
dad de estas evaluaciones, aunque cada una con una función 

11   Las específicas de desempeño muestran el avance en el cumplimiento de los objeti-
vos y metas programadas de los programas sociales; las complementarias son de apli-
cación opcional de acuerdo con las necesidades e intereses de las dependencias y 
entidades, con el fin de mejorar su gestión y obtener evidencia adicional sobre su 
desempeño; las de consistencia y resultados hacen un diagnóstico sobre la capacidad 
institucional, organizacional y de gestión de los programas, orientada hacia resul-
tados. La finalidad de esta evaluación es proveer información que retroalimente el 
diseño, la gestión y los resultados de los programas; las de impacto buscan medir los 
impactos atribuibles a la operación de los programas. Obtenido de http://www.co-
neval.gob.mx. Simultáneamente, hay un rico trabajo de la academia que aporta a 
la medición de resultados mediante métodos estadísticos y econométricos.
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diferente, fue monitorear el desempeño del programa, dar se-
guimiento al cumplimiento de sus metas y medir sus impactos. 

En este apartado se monitorean los impactos del progra-
ma haciendo uso de la única evaluación de impacto disponible 
(Sedesol, 2008). Ésta fue realizada para las zonas rurales a diez 
años de operación de Oportunidades, y fue patrocinada por la 
Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) en el 2008.12

Para contrastar resultados y objetivos de Oportunidades, 
habría que mencionar que el programa formó parte de una 
meta de largo plazo relacionada con la ruptura del ciclo de re-
producción de la pobreza. Con apoyo en el enfoque del capital 
humano, esto se logra a través del fortalecimiento de las capa-
cidades educativas y nutritivas de las nuevas generaciones. Las 
acciones que correspondieron a Oportunidades fueron las de 
mejorar la nutrición y educación de los niños, para que en su 
vida adulta pudieran disponer de un empleo y de un ingreso 
que les permitiera cruzar la línea entre la pobreza de sus pa-
dres y la no pobreza de ellos (movilidad generacional).

Las evaluaciones proporcionan evidencia sobre la movilidad 
intergeneracional como el proceso en que las capacidades nu-
tritivas, de salud y de educación mejoran efectivamente en las 
familias incorporadas al programa y se ensanchan las probabili-
dades de sus hijos de salir de la pobreza. Con ello se infiere que, 
a nivel de entidades, la relación de Oportunidades con la equi-
dad como principio de la política pública no termina con su co-
bertura a los estados más rezagados, a pesar de que ello es una 
muestra de una buena focalización y progresividad; la evidencia 
de que las generaciones nuevas están mejorando sus capacida-

12   La evaluación de impacto referida es la siguiente: Secretaría de Desarrollo So-
cial, Evaluación externa del programa Oportunidades 2008. A diez años de intervención en las 
zonas rurales (1997-2007). México, 2008.
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des para dejar de ser pobres en su vida adulta y, al mismo tiempo, 
transmitir esa condición a sus hijos es lo que realmente prueba 
la asociación del programa y del presupuesto con la equidad. 
La pregunta central es: ¿Contribuyó Oportunidades a rom-
per el círculo intergeneracional de transmisión de la pobreza?

Por principio de cuentas, la evaluación de impacto aludida 
facilita la ubicación de efectos atribuibles al programa. El en-
foque metodológico utilizado es el modelo de un ciclo de vida, que 
permite saber si el programa aumentó los recursos que los niños 
pobres tendrían como adultos. Oportunidades pudo afectar los 
recursos del individuo en su vida adulta al alterar la naturaleza 
de las experiencias de sus primeros años de vida en salud y edu-
cación y, por consiguiente, las inversiones en etapas previas del 
ciclo de vida, afectando de tal modo los bienes humanos y físi-
cos del individuo al convertirse en adulto (Sedesol, 2008).13

13   El modelo del ciclo de vida se resume de la siguiente forma: Cuando un niño se con-
vierta en adulto, dispondrá de recursos que dependerán principalmente de su capaci-
dad para generar ingresos, la capacidad de generar ingresos de su cónyuge (si lo tiene) 
y de otros miembros de la familia, y las reglas en común para determinar la distribu-
ción de recursos al interior del hogar. Estos recursos dependerán de varias caracterís-
ticas incluyendo capacidades tales como el funcionamiento intelectual y físico, bienes 
físicos y financieros, preferencias en relación a asuntos tales como de qué manera 
usan su tiempo y dones (por ejemplo, capacidades genéticas y salud innata, género, 
etnicidad, raza), que podrían afectar la naturaleza de los ingresos laborales locales y 
otras opciones de recursos. Dado que el interés de la evaluación de impacto referida 
era evaluar los impactos de Oportunidades en ventanas críticas para infantes y niños 
en edad preescolar, se consideraron cuatro etapas del ciclo de vida para los niños na-
cidos aproximadamente al inicio del programa en zonas rurales:

•	 Etapa 1. Abarca desde la concepción o nacimiento hasta aproximadamente los 
24-36 meses de edad, durante lo cual los componentes de Oportunidades pu-
dieron haber tenido impactos importantes.

•	 Etapa 2. Edad preescolar.
•	 Etapa 3. Edad escolar.
•	 Etapa 4. Edad adulta.

Fuente: Secretaría de Desarrollo Social, Evaluación externa del programa Oportunidades 
2008, op. cit.
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La evaluación de impacto disponible abarca los primeros 
diez años de operación de Oportunidades en las zonas rurales 
(1997-2007), y de ella interesa extraer una de sus conclusiones 
en el tema de la movilidad generacional de las familias bene-
ficiadas con el programa: “1) los efectos a diez años de Opor-
tunidades en el desarrollo, educación y nutrición en niños de 
entre 7 y 10 años de familias incorporadas desde el inicio al 
programa (1997). El tema se encarga de medir los impactos 
de Oportunidades en el desarrollo, nutrición y educación de 
niños de 7 a 10 años de familias incorporadas desde el inicio 
al programa (entre 1997 y 1998). Se utilizaron datos de la En-
cuesta de Evaluación de los Hogares Rurales (encel) 2007 y 
de la Encuesta Nacional sobre Niveles de Vida de los Hogares 
(ennvih) 2002 y 2005” (Sedesol, 2008).

La evaluación (2008) menciona que el análisis de la encel 
2007 muestra un impacto positivo y significativo nueve años 
después de la exposición a Oportunidades, para niños que te-
nían menos de 36 meses al inicio del programa y a los cuales se 
les suministró el suplemento nutritivo y se les sometió al segui-
miento médico determinado por el programa. En particular, 
se reducen los problemas conductuales y mejora el desarrollo 
lingüístico para los niños nacidos dentro Oportunidades, en 
comparación con los no incorporados. Al mismo tiempo, se-
gún los datos de esta encuesta, no se encontraron impactos en 
varios indicadores de formación de capital humano en niños 
en edad escolar, como conocimientos, logros educativos o es-
tado nutricional.14 Como cita la misma evaluación, la ausen-
cia de efectos significativos en estos aspectos es sorprendente y 

14   Los logros educativos representan el conjunto de conocimientos, habilidades y 
valores que debe asimilar el estudiante en el proceso pedagógico. Se manifiesta en 
el desarrollo de capacidades de expresión verbal y escrita, comprensión de lectura 
y habilidades de razonamiento.
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resulta decepcionante. Además, algunos de los efectos en nu-
trición encontrados en estudios previos para la misma muestra 
de la encel no se sostienen cuando los niños llegan a los nueve 
años de edad, es decir, el impacto sobre la desnutrición cróni-
ca desaparece en los cálculos de la encel 2007.

El documento enumera una serie de limitantes que pudie-
ron afectar estos resultados, puesto que el análisis de la enn-
vih 2002 muestra impactos más positivos, con reducciones 
en la prevalencia de sobrepeso e incremento en la estructu-
ra y capacidad cognitiva. También al interior del programa 
hubo fragilidades que afectaron los resultados, aspectos como 
el inadecuado suministro de los suplementos alimenticios en-
tregados a las familias, su calidad nutritiva y la calidad de 
la enseñanza en las escuelas –que no dependen del todo de 
Oportunidades– pudieron influir en la baja capacidad del 
programa de incidir sobre el circulo de transmisión de pobre-
za. Esta conclusión respecto al impacto del programa en niños 
de familias rurales, a diez años de su incorporación al progra-
ma, saca a la luz lo que se juzga una debilidad institucional si 
Oportunidades operó en un contexto de desarticulación de la 
política social aun con el reacomodo del presupuesto a favor 
de lo social.

Esta primera revisión de los efectos de Oportunidades en 
niños entre 7 y 10 años beneficiados con el programa por diez 
años realza el reto analítico citado en la evaluación relativo a 
si Oportunidades estuvo en la ruta de contribuir a interrum-
pir la transmisión de la pobreza. La falta de pruebas sobre que 
estos niños mejoraron sus conocimientos, estado nutricional y 
logros revela que la relación de Oportunidades con la redistri-
bución del ingreso se detuvo en el corto plazo al beneficiar a 
las familias con un subsidio que les permitió mejorar su inser-
ción en el mercado en el corto plazo. Pero el bajo desarrollo de 
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capacidades de los niños para la vida adulta, de acuerdo con 
el modelo del ciclo de vida, impidió que las nuevas generacio-
nes tuvieran la posibilidad de salir de la pobreza en la adultez. 
Algunos rasgos operativos de Oportunidades en lo referente a 
la calidad de los servicios prestados explican, como reconoce 
la evaluación, la ausencia de impacto en la mejora de las ca-
pacidades de los niños beneficiados y del programa en gene-
ral como instrumento del Estado para reducir la desigualdad 
(Sedesol, 2008).

	

Conclusión

En torno al papel del Estado en México, la conclusión es que 
su desempeño como promotor del crecimiento y la distribu-
ción equitativa del ingreso no ha sido eficaz. Se percibe un 
Estado pasivo con gasto creciente pero con muy frágiles lo-
gros. Echando mano de los fundamentos económicos de Smi-
th (2002), no hay un Estado que fomente acciones tendientes 
a la riqueza, garantice la protección a los diferentes sectores 
sociales, provea bienes sociales con impacto sobre la desigual-
dad (Keynes citado en Novelo, 1997), genere eslabonamientos 
de inversión con efectos productivos (Hirschman, 1989) (He-
via de la Jara, 2010) y que proporcione a la población –en el 
sentido de Sen (1998)– los funcionamientos de salud, educación, 
alimentación, nutrición e infraestructuras para su plena reali-
zación como seres humanos.

En México el Estado abandonó en gran parte su función de 
impulsar el desarrollo a partir de las reformas económicas ten-
dientes a la desregulación financiera y a la apertura comercial. 
Se diluyeron la banca de desarrollo y otros esquemas de pro-
tección social. A pesar de lo acertado de la focalización de 
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Oportunidades, esta técnica de política pública no ha podido 
contener la reproducción de la pobreza. Entre 2010 y 2014, 
la población nacional en pobreza pasó de 52.8millones a 55.3 
millones de personas (representó 46% del total de la pobla-
ción) (Coneval, 2015). 

El caso de Oportunidades aquí abordado es un acerca-
miento a la eficiencia del Estado y del presupuesto público en 
el cumplimiento de los fines colectivos y de redistribución de 
la riqueza. Constituye una muestra del distanciamiento en-
tre cantidades de gasto social e impactos sobre la desigual-
dad. Demuestra, igualmente, que un sólo programa orientado 
a resquebrajar el ciclo de generación de pobreza poco puede 
hacer en un universo de muchos otros que trabajan desarticu-
lados y sin una estrategia de respaldo.

Con base a la perspectiva institucionalista, se puede con-
cluir que no basta el cambio tecnológico para crear un esque-
ma de desarrollo incluyente y socialmente aceptable (North, 
1993).Las instituciones son fundamentales pero la publica-
ción de nuevas leyes no garantiza su cumplimiento; aunque 
las normas formales puedan cambiar de la noche a la maña-
na como resultado de decisiones políticas o judiciales, las li-
mitaciones informales (costumbres, tradiciones, conductas) 
se vuelven un obstáculo. El cambio institucional involucra in-
cursiones decisivas en las fortalezas de las normas informales 
buscando erradicar modelos de conducta erróneos arraigados 
por largo tiempo, lo cual es también aplicable al uso clientelar 
y partidista de la política social que tiende a reemplazar y da-
ñar su verdadera naturaleza redistributiva (aunque existe una 
Ley de Desarrollo Social que establece el objetivo de reducir 
la desigualdad por encima de cualquier otro interés o motivo).

La recomendación en esta área involucra aspectos de or-
den estructural en la forma de hacer política en México, los 
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criterios que llevan a la creación de nuevas leyes, las formas in-
formales de diseñar y ejercer el presupuesto, y la visión e intere-
ses de los jugadores. Lo más cercano a sugerir una propuesta 
es retomar la idea institucionalista sobre la necesidad de ini-
ciar un proceso de cambio institucional real, de largo plazo, 
que incluya reformas de fondo en el diseño, ejecución y eva-
luación de los programas sociales.
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Gasto público y educación superior. 
Reflexiones en torno al caso mexicano 

Eudoxio Morales Flores
José Alejandro Sánchez Lozano

Introducción

El presente trabajo hace un análisis del gasto que destina el 
Estado a educación superior, a través de un análisis teó-

rico, histórico y jurídico, para entender tanto su estructura 
como su asignación en México para el periodo comprendido 
de 2010 a 2015.

Desde el año 2000, las instituciones de educación superior 
iniciaron un proceso de transformación partiendo del recono-
cimiento de diversas problemáticas dentro de las que están el 
financiamiento, la coordinación, la planeación y la evaluación 
del Sistema de Educación Superior, con la finalidad de obser-
var los escenarios en un horizonte de largo plazo, por lo que este 
trabajo busca contribuir a la comprensión del problema del fi-
nanciamiento, a 16 años de dicho proceso de transformación.   

En la primera parte del trabajo se define de manera teórica 
el papel del Estado y de la Educación en la sociedad; en una 
segunda parte, se hace un recorrido histórico del papel que ha 
jugado la educación superior en México; posteriormente, en 
un tercer apartado, se hace un análisis de la estructura jurídica, 
organizacional y financiera de la educación superior en Méxi-
co para el período comprendido de 2010 a 2015; por último, 
se hace una serie de recomendaciones y consideraciones, en el 
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marco de la transformación de la educación superior hace 16 
años, entre las que destaca hacer valer el artículo 25 de la Ley 
General de Educación, donde se señala que el monto anual de 
gasto destinado a educación no podrá ser menor de 1% del pib 
en investigación científica y desarrollo tecnológico en las insti-
tuciones de educación superior públicas.

Estado y educación

Para iniciar este estudio, es necesario definir qué es el Estado. 
Para Galindo (1969:276-277), “la palabra Estado expresa [...] 
el fenómeno político”, que “consiste en el conjunto de hom-
bres que viven en un territorio determinado, bajo un régimen 
de Derecho”; por tanto, “el Estado se compone de territorio, 
población y autoridad”, además de que puede ser concebido 
desde tres puntos de vista: el objetivo, el subjetivo y el jurí-
dico.15 Será en este último donde podamos expresar nuestra 
concepción de Estado ya que, como menciona Galindo:

entre Estado y derecho existe una relación indisoluble ya que éste, 
además de determinar la existencia de aquel, establece las relacio-
nes entre los gobernantes y gobernados, señalando a las atribucio-
nes de los primeros y los derechos y obligaciones de los segundos. 
Si el Derecho es el fundamento del Estado en el que encuentra su 

15   Miguel Galindo Camacho menciona que hay tres aspectos a través de los cua-
les puede conocerse y considerarse al Estado: el predominantemente objetivo (que 
considera al Estado como hecho, como situación distinta a su naturaleza y como 
parte de uno de sus elementos), el predominantemente subjetivo (considera al Es-
tado como unidad colectiva o de asociación para formar una unidad sociológica y 
como organismo ético espiritual con características metafísicas) y el que concibe al 
Estado como un concepto jurídico (que considera al Estado como objeto de dere-
cho, como relación jurídica y como sujeto del Derecho).
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origen formal, por la misma razón lo es de la autoridad del Esta-
do, instituida y reglamentada por el Derecho [...] tanto el Estado 
como el Derecho tienen su origen en la voluntad de la comuni-
dad social, de la unidad colectiva o de asociación, que representa 
a la realidad social, de donde resulta que la determinación precisa 
del elemento formal del Estado que es el Derecho es indispensable 
para conocer la naturaleza del primero (1969: 288). 

Para Jellinek (1999:80), si consideramos al Estado desde 
una concepción subjetiva:

existen dos maneras posibles de verlo. [...] La primera tiene 
como objeto el estudio del Estado como fenómeno social.16 [...]  
La segunda concepción tiene como objeto el aspecto jurídico del 
Estado; pero el Derecho ofrece una doble vida: es, de un lado, 
ejercicio jurídico efectivo, en cuyo sentido tiene el carácter de un 
poder social que forma parte de la vida concreta de la cultura de 
un pueblo; y de otra parte, es una totalidad de normas que exi-
gen ser transformadas en acciones. En este último sentido, el de-
recho no queda dentro del mundo del ser, sino del mundo de lo 
que debe ser.

Autores como Ayala Espino señalan que también se pue-
de entender al Estado desde un marco institucional, es decir, 
desde las reglas del juego en un marco económico, en busca 
de mejorar la eficiencia y el bienestar social; el Estado se desa-
rrolla en un mundo económico donde coexisten instituciones, 

16   Georg Jellinek concibe este aspecto como “aquellos hechos reales subjetivos y 
objetivos en que cosiste la vida concreta del Estado. Frecuentemente se designa a 
esta manera de considerar el Estado, aspecto histórico-político. Éste sirve de base 
a la historia de los Estados [...] en una palabra, esta disciplina se propone abarcar el 
ser y el obrar del Estado en el mundo externo y en el interno”.
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conflictos sociales, derechos de propiedad, contratos, incerti-
dumbre y riesgos (Ayala, 2000:315-317).

Las instituciones, señala Ayala Espino (2000:321-322), “son 
las reglas que articulan y organizan las interacciones económi-
cas, sociales y políticas entre los individuos y los grupos socia-
les [...] son importantes para el desempeño de la economía 
porque contienen las restricciones e incentivos que constriñen 
las acciones y elecciones de los individuos”.

Según Ayala (2000: 354), el Estado se concibe como:

una organización dotada de poderes suficientes, para actuar como 
el garante del interés público en un doble sentido: primero, restrin-
giendo la conducta maximizadora y egoísta de los agentes econó-
micos a través del mantenimiento y vigilancia de las instituciones 
públicas; y segundo, creando nuevas instituciones, en cualquier lu-
gar o circunstancia, donde las instituciones privadas obstruyan o 
cancelen las posibilidades para obtener las ganancias derivadas de 
la organización, la cooperación y el intercambio [...] además como 
un contrato social [...] entre la burocracia estatal y los gobernados.

El Estado tiene dos funciones principales (Ayala, 2000:329): 
1) Fija, vigila y obliga el cumplimiento de las normas y reglas 
institucionales, con el objetivo de reducir la incertidumbre de 
las elecciones de los agregados económicos de naturaleza di-
versa. 2) Regula áreas del intercambio donde los riesgos eco-
nómicos y sociales son altos, con el objetivo de generar una 
base de expectativas estables.

El Estado es una organización que crea las instituciones 
que son necesarias en la economía y sociedad, y con esto brin-
dar un marco legal de deberes y obligaciones entre el Estado y 
los ciudadanos, para que prevalezcan la certidumbre, la segu-
ridad y la confianza económica.
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Por lo tanto, entenderemos al Estado como el conjunto de 
hombres dentro de un territorio determinado, dentro de un 
régimen de Derecho; y hacemos hincapié en esta última parte 
de régimen de Derecho, porque nuestro análisis se basa en el 
Estado de Derecho mexicano, que nos servirá como sustento y 
base de análisis de este pequeño estudio.

Ahora bien, la educación, a lo largo de la historia, ha cum-
plido un papel importante en la transformación de toda so-
ciedad; ya sea de manera formal (la escuela) o de manera 
informal (la familia y sociedad), la educación ha buscado de-
sarrollar en los individuos la capacidad de actuar y vincularse 
con sus semejantes dentro de la misma. Hagamos un rápido 
recorrido de sus orígenes. 

Fueron los griegos, a través de Sócrates, Platón y Aristó-
teles, quienes iniciaron con la génesis la Educación. Sócrates 
propugnaba por la discusión con sus discípulos como un medio 
de llegar a lo justo y lo verdadero. Platón concebía la educa-
ción como un medio de construir la república. Aristóteles con-
cebía la moral como base de toda educación, es decir, como la 
búsqueda del camino hacia lo correcto. Fue hasta la Ilustra-
ción, con su ideal de libertad, igualdad y fraternidad, cuan-
do la Educación, como menciona Franco (2008:28), “apeló a 
una moral libre de supersticiones mediante una educación li-
beral”. Fue Rousseau quien, parafraseando a Franco, propuso 
una educación progresista con las mínimas restricciones posi-
bles al libre albedrío, educación abstenida de coerción y reco-
nociendo la diversidad como eje de acción (Franco, 2008: 29).

En tiempos más recientes, John Dewey concibió la educa-
ción como un medio de construcción, cuestionamiento, búsque-
da y comunicación, justicia y democracia, como forma de dejar 
de ser esclavo al no ejecutar los propósitos de otros o los deseos 
negativos de sí mismo. Dentro de la teoría constructivista, nos 
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menciona Franco (2008: 37) que la educación “es construida 
[…] no es el resultado de una recepción pasiva […] sino de una 
experiencia activa […] el conocimiento deriva de la construcción 
resultante de los intercambios entre el individuo y el medio”. Po-
dríamos añadir que esa experiencia es entre el individuo y los 
cambios que suceden a su alrededor no sólo como espectador, 
sino como actor dentro del mismo. La Teoría de las Inteligen-
cias Múltiples, que tiene como su máximo exponente a Howard 
Gardner, concibe a la educación, parafraseando a Franco, como 
construcción partiendo de la diversidad, como liberación del 
lado negativo del sentido común a través del descubrimiento y 
despertar de la conciencia humana (Franco, 2008:39-42). Dado 
lo anterior, la importancia de la educación radica en que:

es un proceso continuo y articulado que se interesa por el desa-
rrollo integral (físico, psíquico y social) del educando, y que lo 
ayuda en el conocimiento de las cosas significativas de la natu-
raleza, en la aceptación y conducción de sí mismo para conse-
guir el desarrollo intelectual y equilibrado de su personalidad y 
su incorporación a la vida comunitaria[…]se pueden considerar 
dos conceptos habituales […] Educación como adiestramien-
tos o encauzamiento, y Educación como desarrollo del potencial 
humano[…]el enfoque principal sea la comprensión integral de 
sí mismo, de la vida y de la simbología que representa al conoci-
miento; el entendimiento de las causas últimas que originan los 
fenómenos de la naturaleza […] la verdadera educación no im-
plica únicamente adquirir información, repetir hechos y fórmu-
las, pasar exámenes y estar atentos al monólogo magisterial, sino 
fomentar y cultivar el criterio propio (Franco, 2008: 21-22).

Es decir, la educación como un medio para el cambio.Au-
tores como García Hoz (1960: 138) señalan que:
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la educación es un agente de estabilidad social, ya que, al di-
fundir en las nuevas generaciones las mismas ideas y actitudes 
que aceptaron las generaciones anteriores, contribuyen a for-
mar grupos homogéneos en sus deseos y aficiones, lo que es tan-
to afianzar la permanencia de ciertas características sociales […] 
en ocasiones es vehículo de nuevos ideales, susceptibles de trans-
formar la fisonomía social de un pueblo, y en este sentido se nos 
presenta como agente de cambio social.

En otras palabras, la educación es un agente de armoniza-
ción y cohesión social que promueve identidad sobre una base 
de valores sociales; es un agente de cambio cuando la sociedad 
requiere una transformación según los diversos contextos que 
se presenten. La relación entre sociedad y educación puede 
entenderse con base en tres factores (García, 1960:144):

1.	 Factores culturales: Ya que impacta en los ideales y 
normas de vida dominantes en una sociedad, además 
de proyectar las configuraciones de formas más eleva-
das de la persona.

2.	 Factores económicos: Ya que plantea la cuestión de que 
la educación es causa o efecto de las condiciones socia-
les en las que se desenvuelve, reconociendo que una 
mejor educación recibida por la juventud representa 
una mayor productividad en el futuro.

3.	 Factores políticos: Por último, se señala que la educación 
queda absorbida por la política al prestarle el gran servicio 
de formar a los hombres que ha de encarar la vida públi-
ca, además de preservar la tradición y facilitar el progreso.

Por lo tanto, el papel de la educación para el desarrollo de 
toda sociedad es muy importante. Una sociedad educada será 
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aquella que tenga cimentada una educación de cambio para 
la transformación desde la estructura más pequeña y simple 
hasta la estructura más grande y compleja; educación como 
participación activa e inclusiva en la búsqueda del bien co-
mún. Es por esto último que el papel de la educación den-
tro de la sociedad es de suma importancia, entendida no sólo 
como proceso de formación individual, sino como proceso de 
transformación social.

La educación superior en México

No podemos negar que la educación dentro de la historia de 
México juega un papel importante: desde la educación evan-
gelizadora, pasando por la Real y Pontificia Universidad de 
México, las órdenes de los dominicos, agustinos y jesuitas, has-
ta los primeros antecedentes de política educativa con Valen-
tín Gómez Farías y la pedagogía positivista del Porfiriato, la 
educación ha sido un medio para el desarrollo individual, so-
cial, económico y cultural.

Fue a partir de la derrota de Porfirio Díaz y del estableci-
miento de la nueva Constitución de 1917 cuando dio inicio 
formalmente una moderna etapa de educación a través de la 
reafirmación de los postulados de la Carta Magna de 1857, en 
donde la enseñanza se vuelve gratuita, laica y obligatoria, pos-
tulados que sin lugar a dudas marcan un parteaguas en la con-
cepción de una nueva educación en América Latina.

Con respecto a la educación superior, en 1914 se empezó 
a gestar un proyecto para establecer la autonomía de la uni-
versidad nacional. Este hecho marcó profundamente la edu-
cación superior, ya que fue el inicio de lo que hoy conocemos 
como la Universidad Nacional Autónoma de México (unam), 
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que ha sido uno de los hilos conductores del progreso de nues-
tro país, casa de grandes creadores, artistas, científicos y pen-
sadores, que en 1929 fue alcanzada de manera definitiva.

El año de 1935 fue importante para la educación superior 
porque, como menciona Valadés (2001: 573):

se creó el Consejo Nacional de Educación Superior y de Investi-
gación Científica que sería el nuevo instrumento del Estado para 
[…] estudiar las condiciones y necesidades del país en materia 
educativa y de investigación, […] durante su corta vida […]aus-
pició el desarrollo de centros universitarios […] y promovió la 
unificación de los planes y programas de estudio, lo mismo que 
las orientaciones y métodos de los institutos oficiales de cultura 
superior de los estados.

En el periodo entre1940 y 1948 dio inicio la creación 
del Sistema Universitario Nacional; en palabras de Valadés 
(2001:575), “los acuerdos adoptados […] consistieron en pro-
mover la creación de un organismo nacional que asocie, en 
forma permanente, universidades e institutos de enseñan-
za superior mexicana”. Finalmente, en 1950 se constituyó la 
Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Ense-
ñanza Superior de la república mexicana (anuies), gracias a la 
cual se creó un plan nacional de educación cuyos puntos fun-
damentales fueron los siguientes (Valadés, 2001:577):

1.	 Garantizar la cooperación entre las instituciones y el 
Estado.

2.	 Exigir respeto a la autonomía y libertad de cátedra y de 
investigación.

3.	 Interacción entre la educación superior y la sociedad.
4.	 Educación orientada a las necesidades del país.
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5.	 Ampliar la cobertura de la demanda social de educa-
ción superior.

6.	 Desarrollar infraestructura administrativa en cada ins-
titución.

7.	 Establecer condiciones para tratar problemas del trabajo.
8.	 Estrechar la relación educación superior-empleo.

Los siguientes treinta años fueron un periodo de desarrollo 
y crecimiento tanto para el sistema educativo mexicano como 
para la educación superior; parafraseando a Solana, el país se 
transformó profundamente. En dicho periodo se articularon las 
instituciones y el crecimiento económico coadyuvó a avanzar 
hacia formas más justas de convivencia social a través de la me-
jora gradual de los mecanismos políticos y expresiones de cultu-
ra, lo que hizo posible el paso de un país agotado por la lucha 
armada y pobre a un país en reconstrucción y reinventándose. 
Además, Solana (2001: 2)agrega cuatro grandes logros:

1.	 La consolidación de la función educativa del Estado ga-
rantizando una educación popular, democrática y na-
cionalista.

2.	 La institucionalización de la Educación a través de un 
sistema articulado, orgánicoy sujeto a normas, en el 
que participan la federación, los estados y algunos mu-
nicipios, y al que se dedica una proporción considera-
ble de recursos.

3.	 El avance hacia la suficiencia educacional, para hacer 
efectivas la igualdad de oportunidades y la justicia social.

4.	 La profesionalización del magisterio, que constituiría la 
profesión más numerosa del país, la más vinculada al 
pueblo y una de las que mayores esfuerzos han hecho 
por superarse.
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En la década de los sesenta y setenta, Valadés (2001: 581) 
señalaba que:

en 1969 la anuies creó el Centro Nacional de Planeación de la 
Educación Superior y en 1971 la Secretaría de Educación Públi-
ca dio origen a otros organismo especializados análogos […] en 
1918, la Subsecretaría de Educación Superior e Investigación de 
la Secretaría de Educación Pública y la anuies iniciaron conjun-
tamente los trabajos requeridos para definir el Plan Nacional de 
Educación Superior.

En dicho plan se gestaron los programas que definirían el 
rumbo de rubros tales como superación académica, investiga-
ción científica, financiamiento, administración universitaria, 
sistemas de información, normalización jurídica, servicio so-
cial, orientación vocacional e integración de la enseñanza me-
dia superior con derivaciones terminales como carreras cortas 
(Valadés, 2001: 581); a la postre, estos programas darán forma 
al actual sistema universitario y de educación superior, que no 
sólo regirá a instituciones públicas, sino también privadas.

El año de 1979 fue trascendental, ya que el presidente de la 
república presentó ante el Congreso de la Unión el decreto por 
el cual garantizaba la autonomía de 32 universidades públicas 
dentro del artículo 3 constitucional, con el cual se les faculta-
ba a las instituciones de educación superior para gobernarse a 
sí mismas para impartir educación, realizar investigaciones y 
difundir cultura, con libertad en sus planes y programas aca-
démicos; fijar los términos de ingreso y permanencia del per-
sonal académico, administrar su patrimonio, además del libre 
examen y discusión de ideas (Valadés, 2001: 583).

Para inicios de la década de los ochenta, el proceso de gé-
nesis de la globalización generó en el mundo un cambio en el 
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paradigma económico, lo que arrastró a México a una crisis 
que se manifestó en 1982 y que llevó a una transformación es-
tructural para las finanzas públicas y los servicios públicos del 
Estado, a través de las recomendaciones de la agenda política 
del Consenso de Washington, dentro de las cuales están:

1.	 Disciplina en la política fiscal, evitando déficit fiscal.
2.	 Redirección del gasto público en subsidios a una mayor 

inversión en los puntos claves para el desarrollo.
3.	 Reforma tributaria ampliando la base tributaria y 

adoptando de tipos impositivos marginales moderados.
4.	 Tasas de intereses determinadas por el mercado y po-

sitivas.
5.	 Tipos de cambio competitivos.
6.	 Liberación del comercio, es decir, liberación de las im-

portaciones.
7.	 Liberalización a la inversión extranjera directa.
8.	 Privatización de las empresas estatales.
9.	 Desregulación, es decir, de las regulaciones que impi-

den acceso al mercado.
10.	Seguridad jurídica para los derechos de propiedad.

La educación superior no escapó a este proceso de cambio 
y, para inicios de la década de los noventa, se empezó a gestar 
un viraje educativo que iba de la idea de educación como for-
mación y transformación del alma a la formación y transfor-
mación del estudiante a un potencial recurso humano que se 
insertara en un mercado laboral regido por las leyes del mer-
cado; a la gestación de carreras encaminadas a satisfacer la 
demanda de mano de obra especializada que elevara la pro-
ductividad del proceso de producción con bajos salarios. Levy, 
Balán, Brunner, Schwartzman, Vessuri y Tulchin (1994: 3) 
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señalan que los “productos varían desde la educación profe-
sional hasta la general, desde la capacitación científica hasta la 
técnica, desde la educación masiva hasta la de élite, desde 
la transmisión de la sabiduría convencional hasta la genera-
ción de nuevos y controvertidos conocimientos”.

La educación privada ganó terreno a través de la creación 
de universidades que no buscaran capacitar y desarrollar a sus 
alumnos, sino emitir un título para ejercer una profesión a ba-
jos costos. Levy et al. (1994: 3) añaden que:

la educación superior fue transformada en gran medida por la 
dinámica de una demanda que frecuentemente reducía la uni-
versidad a ser una fábrica dedicada a la producción masiva de 
diplomas. Las demandas de equidad y de apertura forzaron a las 
universidades a comprometer sus estándares académicos, lo que 
derivó en una calidad cada vez más pobre. Satisfacer estas de-
mandas era contradictorio con la profesionalización de la vida 
académica. 

Por otra parte, las clases con altos recursos podrían acceder 
a una educación mejor a altos costos; ante este escenario, la 
educación superior pública buscaba dar cabida a la demanda 
de los estudiantes por nuevos espacios para estudiar y capaci-
tarse ante los ataques constantes del Neoliberalismo por buscar 
suprimir todo aquel contenido, información y conocimiento 
que cuestionaran la viabilidad del sistema educativo mexicano.

Para inicios del 2000, las instituciones de educación supe-
rior iniciaron un proceso de transformación de su currícula, 
ya que un año antes la Asociación Nacional de Universida-
des e Institutos de Enseñanza Superior de la República Mexi-
cana (anuies), en su asamblea general, dictaminó, a través del 
documento “La educación superior en el siglo xxi. Líneas 
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estratégicas de desarrollo”, las directrices que debía seguir el 
sistema de educación superior en México. En este documento 
se hizo un diagnóstico de la sociedad mexicana y del sistema 
de educación superior, donde se analizó la problemática del fi-
nanciamiento, la coordinación, la planeación y la evaluación 
del sistema de educación superior, con la finalidad de observar 
los escenarios en los horizontes del año 2006 y 2020 (Malo, 
2000: 1-2). Entre los postulados que dirigían este documento 
se encuentran:

•	 Calidad e innovación: Donde se señala que los valores 
de la calidad y la innovación serán referencia en los 
programas y acciones dentro del Sistema de Educa-
ción Superior. 

•	 Congruencia con su naturaleza académica: Se pos-
tula que las decisiones sobre docencia, investigación 
y difusión se tomarán con el mayor rigor con una 
base académica.

•	 Pertinencia en relación con las necesidades del país: 
Conlleva a que docencia, investigación y difusión se 
lleven a cabo atendiendo a las problemáticas de la 
sociedad.

•	 Equidad: Esto es la atención y apoyo a instituciones y 
personas especialmente necesitadas, siempre respetan-
do el principio de igualdad de oportunidades.

•	 Humanismo: Implica llevar a la praxis la paz, la li-
bertad, la democracia, la justicia, la igualdad, los de-
rechos humanos y la solidaridad, lo que orienta la 
formación integral de ciudadanos pensantes, partici-
pativos y solidarios.

•	 Autonomía responsable: Esto conlleva a no situarse 
al margen del marco jurídico social, además de una 
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responsabilidad social en el uso de los recursos finan-
cieros y de todas las actividades de docencia, investi-
gación y difusión.

•	 Estructuras de gobierno y operación ejemplares: El 
funcionamiento cotidiano se ejercerá con espíritu de 
servicio para ser un ejemplo y para evitar desperdicios 
de tiempo y recursos, con estructuras flexibles y siste-
mas eficientes de planeación, operación y calidad.

Sin embargo, uno de los principales problemas que se ob-
servan en este viraje del sistema de educación superior es que, 
si bien estos postulados en el discurso muestran intenciones 
por modernizarlo, algunos guardan en su seno una visión eco-
nomicista, respecto a lo cual autores como Del Castillo y Azu-
ma (2009: 44) señalan que “una de las críticas más recurrentes 
a la visión economicista de la propuesta de reforma educati-
va preconizada por los organismos internacionales a los países 
en desarrollo” es que “distorsiona el fin para la que se creó: la 
educación como un derecho humano, no como un producto 
que deba venderse al cliente-usuario”.

Aunque la reforma que se generó a inicios del 2000 tenga 
una perspectiva economicista que es criticable, lo cierto es que 
la mayoría de sus postulados serán la base para atender y trans-
formar a la sociedad en la que vivimos; sin embargo, la educa-
ción superior pública en la actualidad lucha por la obtención 
de recursos para poder orientar sus objetivos a innovar, a resol-
ver problemas sociales apremiantes, a la generación de conoci-
miento y a la creación de nuevos espacios educativos. Levy et al. 
(1994: 6) señalan que: “la educación superior debe desarrollar 
sus funciones mientras compite en la obtención de recursos con 
la salud, la protección del medio ambiente, el mantenimien-
to vial, la educación básica y otros problemas apremiantes”; a 
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lo anterior, añade que “las instituciones públicas de la mayo-
ría de los países latinoamericanos son apoyadas por el estado 
a través de un mecanismo de financiamiento incremental que 
se basa en los presupuestos anteriores. Los ajustes se realizan 
anualmente a partir de las negociaciones ad hoc y del acuerdo 
político. Esto implica que una gran cantidad de instituciones 
de educación superior no cuenten con los recursos necesarios 
para poder generar los cambios que la sociedad demanda.

Asignación del gasto público en educación

Para entender la asignación del gasto público en educación 
superior hay que entender un nexo entre conocimiento y so-
ciedad; en palabras de Bernett (2001: 40), “un nexo, una con-
figuración entremezclada de fuerzas institucionales”, lo que 
implica que para entender el contexto en el cual se asigna el 
gasto público en educación es necesario conocer tanto el mar-
co jurídico como el marco organizacional del sistema de edu-
cación superior. Considerando el marco jurídico, podemos 
señalar la siguiente estructura:

1.	 Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, 
donde en el artículo 3 se señala:

a.	Fracción V: “Además de impartir la educación preesco-
lar, primaria, secundaria y media superior, señaladas en 
el primer párrafo, el Estado promoverá y atenderá to-
dos los tipos y modalidades educativos –incluyendo la 
educación inicial y a la educación superior– necesarios 
para el desarrollo de la nación, apoyará la investigación 
científica y tecnológica, y alentará el fortalecimiento y 
difusión de nuestra cultura”.
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b.	Fracción VII: “Las universidades y las demás institu-
ciones de educación superior a las que la ley otorgue 
autonomía, tendrán la facultad y la responsabilidad de 
gobernarse a sí mismas; realizarán sus fines de educar, 
investigar y difundir la cultura de acuerdo con los prin-
cipios de este artículo, respetando la libertad de cáte-
dra e investigación y de libre examen y discusión de las 
ideas; determinarán sus planes y programas; fijarán los 
términos de ingreso, promoción y permanencia de su 
personal académico; y administrarán su patrimonio…”.

2.	 La Ley General de Educación, donde se señala:
a.	Artículo 1: “La función social educativa de las universi-

dades y demás instituciones de educación superior a que 
se refiere la fracción VII del artículo 3o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, se regu-
lará por las leyes que rigen a dichas instituciones”.

b.	Artículo 9: “Además de impartir la educación preesco-
lar, la primaria, la secundaria y la media superior, el Es-
tado promoverá y atenderá –directamente, mediante 
sus organismos descentralizados, a través de apoyos fi-
nancieros, o bien, por cualquier otro medio– todos los 
tipos y modalidades educativos, incluida la educación 
inicial, especial y superior, necesarios para el desarrollo 
de la Nación, apoyará la investigación científica y tec-
nológica, y alentará el fortalecimiento y la difusión de 
la cultura nacional y universal”.

c.	Artículo 25: “El monto anual que el Estado –Federa-
ción, entidades federativas y municipios–, destine al 
gasto en educación pública y en los servicios educa-
tivos, no podrá ser menor a 8% del producto interno 
bruto del país, destinado de este monto, al menos el 1% 
del producto interno bruto a la investigación científica 
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y al desarrollo tecnológico en las Instituciones de Edu-
cación Superior Públicas”.

3.	 La Ley para la Coordinación de la Educación Superior, 
donde se determina la asignación de recursos a las insti-
tuciones públicas de educación superior entre los órde-
nes de Gobierno federal, estatal y municipal.

4.	 Acuerdo Secretariales, entre los que destacan:
a.	Acuerdo 243: Sobre las bases generales de autorización 

o reconocimiento de validez oficial de estudios.
b.	Acuerdo 286: Sobre la acreditación de conocimientos 

adquiridos en forma autodidacta o a través de la expe-
riencia laboral.

c.	Acuerdo 279: Sobre los trámites y procedimientos rela-
cionados con el reconocimiento de validez oficial de es-
tudios del tipo superior.

5.	 Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, donde en el 
tema 3 (“México con educación de calidad”) se señala 
el objetivo 3.5, que implica hacer del desarrollo científi-
co, tecnológico y la innovación pilares para el progreso 
económico y social sostenible.

Considerando su estructura organizacional, podemos se-
ñalar que las instituciones de educación superior se confor-
man de la siguiente manera:

1.	 Universidades Públicas Federales (upf)
2.	 Universidades Públicas Estatales (upe)
3.	 Instituciones Universitarias con Apoyo Solidario (iuas)
4.	 Universidades Tecnológicas (ut)
5.	 Universidades Politécnicas (upol)
6.	 Otras instituciones
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Si bien dentro de la asignación de gasto a educación 
superior pueden intervenir diferentes grupos funcionales y 
subfuncionales, nos enfocaremos sólo en el gasto destinado a 
la finalidad 2 (desarrollo social), a la función 5 (educación), a la 
subfunción 3 (educación superior) y a la subfunción 4 (posgra-
do), para el periodo comprendido de 2010 a 2015, obtenidos 
de la cuenta pública17 de la Secretaria de Hacienda y Crédito 
Público (shcp) para dicho periodo; además, se consideran los 
gastos ejercidos,18 de lo cual tenemos los siguiente:

17  La cuenta pública es el informe que integra la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público y que presenta a la Cámara de Diputados para su revisión y fis-
calización; contiene la información contable, presupuestaria, programática y 
complementaria de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial; de los órganos 
autónomos y de cada ente público del sector paraestatal, en cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 74, fracción vi, de la Constitución política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y en los artículos 46 y 53 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental.
18  El gasto en la cuenta pública de la shcp puede tener los siguientes momentos 
contables:

•	 Gasto aprobado: es el que refleja las asignaciones presupuestarias anuales 
comprometidas en el presupuesto de egresos.

•	 Gasto devengado: es el que refleja el reconocimiento de una obligación de 
pago a favor de terceros por la recepción de conformidad de bienes, servicios 
y obras oportunamente contratados, así como de las obligaciones que derivan 
de tratados, leyes, decretos, resoluciones y sentencias definitivas.

•	 Gasto ejercido: es el que refleja la emisión de una cuenta por liquidar cer-
tificada o documento equivalente debidamente aprobado por la autoridad 
competente.
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Tabla 1
Gasto ejercido en educación superior y posgrado, 2010-2015

Precios corrientes

Año Educación Superior 
Ejercido

Posgrado 
Ejercido

Total
Ejercido

2010 $    80,504,666,000 $     5,157,230,000 $    85,661,896,000

2011 $    89,405,359,500 $     5,356,075,000 $    94,761,434,500

2012 $    91,569,702,473 $     3,653,905,510 $    95,223,607,983

2013 $  100,847,132,511 $     4,868,769,320 $  105,715,901,831

2014 $  111,553,883,780 $     6,835,705,688 $  118,389,589,468

2015 $  114,869,991,415 $     6,941,509,913 $  121,811,501,328

Fuente: Elaboración propia a partir de la cuenta pública de la shcp para el 
periodo comprendido de 2010 a 2015.

Tabla 2
Variación porcentual del gasto ejercido en 
educación superior y posgrado, 2010-2015

Precios corrientes

Año Educación Superior 
Ejercido

Posgrado 
Ejercido

Total
Ejercido

2010 - - -

2011 11.06% 3.86% 10.62%

2012 2.42% -31.78% 0.49%

2013 10.13% 33.25% 11.02%

2014 10.62% 40.40% 11.99%

2015 2.97% 1.55% 2.89%

Fuente: Elaboración propia a partir de la cuenta pública de la shcp para el 
periodo comprendido de 2010 a 2015.

De las tablas 1 y 2 podemos observar que el gasto en términos 
corrientes ha crecido de manera constante cerca de 10%, sin em-
bargo, es en los periodos 2012 y 2015 donde se muestra un creci-
miento pequeño para educación superior, donde el crecimiento 
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apenas alcanza 2%; incluso en 2012, en el rubro de posgrado, 
hubo un decrecimiento de más de 30%, lo que impactó en el 
total de los rubros donde no alcanzó ni un punto porcentual.

Gráfica 1
Gasto ejercido en educación superior y posgrado, 2010-2015

Precios corrientes

Fuente: Elaboración propia a partir de la cuenta pública de la shcp para el 
periodo comprendido de 2010 a 2015.

Gráfica 2
Variación porcentual del gasto ejercido en 
educación superior y posgrado, 2010-2015

Precios corrientes

Fuente: Elaboración propia a partir de la cuenta pública de la shcp para el 
periodo comprendido de 2010 a 2015.
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De las gráficas 1 y 2 podemos observar que las fluctua-
ciones son regulares, sin embargo, en la gráfica de variación 
porcentual es posgrado el rubro que más fluctuaciones tiene, 
por lo que podemos decir que es el rubro que más modifica-
ciones sufre cuando hay recortes al gasto público, lo que no 
afecta al total ya que representa cerca de 10% del gasto desti-
nado a educación superior. Ahora analicemos la evolución del 
gasto en educación superior y posgrado con respecto a educa-
ción básica, media superior y el total. 

Tabla 3
Gasto ejercido en educación, 2010-2015

Precios corrientes

Año
Educación 

Básica
Ejercido

Educación 
Media

Ejercido

Educación 
Superior
Ejercido

Posgrado
Ejercido

Total en 
Educación
Ejercido

2010 $314,729,122,000 $ 57,670,948,000 $  80,504,666,000 $    5,157,230,000 $511,026,268,100

2011 $336,839,496,800 $ 63,679,937,500 $  89,405,359,500 $    5,356,075,000 $554,216,646,500

2012 $319,847,200,000 $ 68,263,969,155 $  91,569,702,473 $    3,653,905,510 $515,196,400,000

2013 $366,850,392,660 $ 73,492,729,794 $100,847,132,511 $    4,868,769,320 $598,563,216,082

2014 $396,974,727,994 $ 85,070,258,380 $111,553,883,780 $    6,835,705,688 $649,691,157,214

2015 $430,650,839,848 $ 92,053,543,041 $114,869,991,415 $    6,941,509,913 $691,770,490,814

Fuente: Elaboración propia a partir de la cuenta pública de la shcp para el 
periodo comprendido de 2010 a 2015.
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Tabla 4
Variación porcentual del gasto ejercido en educación, 2010-2015

Precios corrientes

Año
Educación 

Básica
Ejercido

Educación 
Media

Ejercido

Educación 
Superior
Ejercido

Posgrado
Ejercido

Total en 
Educación
Ejercido

2010 --- --- --- --- ---
2011 7.03% 10.42% 11.06% 3.86% 8.45%
2012 -5.04% 7.20% 2.42% -31.78% -7.04%
2013 14.70% 7.66% 10.13% 33.25% 16.18%
2014 8.21% 15.75% 10.62% 40.40% 8.54%
2015 8.48% 8.21% 2.97% 1.55%  6.48%

Fuente: Elaboración propia a partir de la cuenta pública de la shcp para el 
periodo comprendido de 2010 a 2015.

Tabla 5
Porcentaje del gasto ejercido en educación por nivel, 2010-2015

Precios corrientes

Año
Educación 

Básica
Ejercido

Educación 
Media

Ejercido

Educación 
Superior
Ejercido

Posgrado
Ejercido Otros

2010 61.59% 11.29% 15.75% 1.01% 10.36%
2011 60.78% 11.49% 16.13% 0.97% 10.63%
2012 62.08% 13.25% 17.77% 0.71%  6.18%
2013 61.29% 12.28% 16.85% 0.81%  8.77%
2014 61.10% 13.09% 17.17% 1.05%  7.58%
2015 62.25% 13.31% 16.61% 1.00%  6.83%

Fuente: Elaboración propia a partir de la cuenta pública de la shcp para el 
periodo comprendido de 2010 a 2015.
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Podemos observar en la tabla 4 que educación superior y 
posgrado son los rubros que más variación porcentual tienen, 
sin embargo, en la tabla 3 podemos notar que estas variacio-
nes son pequeñas en términos monetarios absolutos, ya que en 
la tabla 5 se puede ver que educación básica representa más 
de 60% del total de gasto destinado a educación, mientras que 
educación superior y posgrado representan cerca de 16% y 
1%, respectivamente; tomando educación superior y posgra-
do de manera conjunta con respecto a educación básica, me-
dia superior y otros, podemos decir que representan sólo 17% 
del total.

Ahora consideremos nuestra evolución en las fluctuaciones 
que tenemos para educación básica, media superior, superior, 
posgrado y otros en las siguientes gráficas:

Gráfica 3
Gasto ejercido en educación, 2010-2015

Precios corrientes

Fuente: Elaboración propia a partir de la cuenta pública de la shcp para el 
periodo comprendido de 2010 a 2015.
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Gráfica 4
Variación porcentual del gasto ejercido en educación, 2010-2015

Precios corrientes

Fuente: Elaboración propia a partir de la cuenta pública de la shcp para el 
periodo comprendido de 2010 a 2015.

Podemos observar en la gráfica 3 que la tendencia de to-
dos los rubros en educación es creciente, sin embargo, en la 
gráfica 4 se observa que posgrado es el rubro que más oscila-
ciones tiene; además, el gasto total tiene una tendencia simi-
lar a educación básica, lo cual se explica al ser este rubro al 
que se destina la mayor cantidad de gasto en educación.

Ahora veamos el destino del gasto en educación por ni-
vel, con respecto al Producto Interno Bruto para cada uno 
de sus periodos.
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Tabla 6
Porcentaje del gasto en educación por nivel 

con respecto al pib, 2010-2015

Año
Educación 

Básica
Ejercido

Educación 
Media

Ejercido

Educación 
Superior
Ejercido

Posgrado
Ejercido

Total en 
Educación
Ejercido

2010 2.37% 0.43% 0.61% 0.04% 3.85%
2011 2.32% 0.44% 0.61% 0.04% 3.81%
2012 2.05% 0.44% 0.59% 0.02% 3.30%
2013 2.28% 0.46% 0.63% 0.03% 3.71%
2014 2.30% 0.49% 0.65% 0.04% 3.76%
2015 2.36% 0.50% 0.63% 0.04% 3.79%

Fuente: Elaboración propia a partir de la cuenta pública de la shcp para el 
periodo comprendido de 2010 a 2015.

En la tabla 6 podemos observar que el gasto destinado a 
educación, en promedio, es menor a 4%, mientras que edu-
cación superior y posgrado, de manera conjunta, apenas lle-
gan a 0.6%, lo que incumple el artículo 25 de la Ley General 
de Educación, donde se señala que el monto anual no podrá 
ser menor a 8% del Producto Interno Bruto (pib) del país des-
tinado a educación y al menos 1% del pib a la investigación 
científica y al desarrollo tecnológico en las instituciones de 
educación superior públicas.

Recomendaciones y reflexiones finales 

De este estudio realizado podemos señalar las siguientes reco-
mendaciones y consideraciones finales:
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1.	 Debe existir un marco jurídico y constitucional que regule 
de manera más funcional el marco de acción de la educa-
ción superior, ya que, si bien se reconoce la autonomía de 
las instituciones de educación superior para definir planes 
y programas de estudio, selección de estudiantes, contrata-
ción de docentes y manejo de su patrimonio, el Plan Na-
cional de Desarrollo, al ser directriz del desarrollo del país, 
debe tener congruencia y compatibilidad en un plano de 
largo plazo.

2.	 Debe existir una articulación que reúna esfuerzos por par-
te de la educación básica, media superior y superior, para 
que existan una lógica y un trayecto formativo real de los 
estudiantes, ya que parece que cuando se habla de la for-
mación de los alumnos de educación básica y de media su-
perior queda claro al revisar de fondo la Ley General de 
Educación; cuando se refiere a educación superior, se ha-
bla de un mundo completamente diferente con respecto a 
una lógica formativa e integral del estudiante.

3.	 Debe existir una estructura organizacional más clara y pre-
cisa, ya que, si bien algunas instituciones son federales y 
otras estatales, al querer analizar a fondo el gasto que se les 
asigna, en ocasiones no parece claro dónde poder buscar y 
encontrar los montos asignados y su destino, lo que incluso 
puede interpretarse como información discrecional.

4.	 Se debe hacer valer el artículo 25 de la Ley General de Edu-
cación, donde se señala que el monto anual de gasto desti-
nado a educación no podrá ser menor a 8% del Producto 
Interno Bruto del país y que al menos 1% del Producto In-
terno Bruto (pib) se deba destinar a la investigación científica 
y al desarrollo tecnológico en las instituciones de educa-
ción superior públicas, ya que esto no se cumple cuando 
podemos notar que el gasto en educación no llega a 4% del 
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pib, mientras que en educación superior y posgrado apenas 
llegan a 0.6% del pib.

5.	 Por último, es importante considerar una cuenta públi-
ca de la shcp que dé certeza y certidumbre al análisis del 
gasto destinado a educación superior, posgrado e investi-
gación científica, ya que un análisis del gasto nos puede 
llevar a analizar, de manera arbitraria y según convenga 
las funciones y subsunciones, dónde se encuentra regado 
el presupuesto y destino del gasto, lo que dificulta un análi-
sis integral y objetivo al respecto. 



87Gasto público y educación superior

Bibliografía

Acuerdo número 243, sobre las bases generales de autoriza-
ción o reconocimiento de validez oficial de estudio. Diario 
Oficial de la Federación, México, 27 de mayo de 1998.

Acuerdo número 279, por el que se establecen los trámites 
y procedimientos relacionados con el reconocimiento de 
validez oficial de estudios del tipo superior. Diario Oficial de 
la Federación, México, 10 de julio de 2000.

Acuerdo número 286, sobre la acreditación de conocimientos ad-
quiridos en forma autodidacta o a través de la experiencia labo-
ral. Diario Oficial de la Federación, México, 30 de octubre de 2000.

anuies (1999). La educación superior en el siglo xxi: Líneas estratégi-
cas de desarrollo: Una propuesta de la anuies. México: Asociación 
Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Su-
perior. Disponible en: http://www.anuies.mx/index1024.
html. Consultado: 4 de diciembre de 2016.

Ayala, José (2000). Mercado, Elección pública e instituciones. Mé-
xico: Miguel Ángel Porrúa, Facultad de Economía-unam.

Bernett, Roland (2001). “La sociedad que aprende”. En Los lí-
mites de la competencia. España: Gedisa.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Diario 
Oficial de la Federación, México, 5 de febrero de 1917, última 
reforma aplicada el 27 de enero de 2016.

Cuenta Pública de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico 2010-2016. Disponible en: http://finanzaspublicas.
hacienda.gob.mx/es/Finanzas_Publicas/Cuenta_Publica.
Consultado: 10 de diciembre de 2016].

Del Castillo, Gloria y Alicia Azuma (2009). La reforma y las polí-
ticas educativas. Impacto en la supervisión escolar. México: flacso.

Franco, Jorge (2008). Educación y tecnología: Solución radical. Histo-
ria, teoría y evolución escolar en México y Estados Unidos. México: 
Siglo XXI.



88 Entre el gasto asistencial y la administración de la deuda...

Galindo, Miguel (1969). Teoría del Estado. México: Editores 
Mexicanos Unidos.

García Hoz, Víctor (1960). “Concepto y contenido de la so-
ciología de la educación”. En Principios de pedagogía sistemáti-
ca. Madrid: rialp.

Jellinek, Georg (1999). Teoría general del Estado. Estados Unidos 
de América: Oxford University Press.

Levy, D.; J. Balán, J. Brunner, S. Schwartzman, H. Vessu-
ri y Joseph Tulchin (1994). La educación superior dentro de las 
transformaciones políticas y económicas de los años noventa. Infor-
me del grupo de trabajo sobre educación superior de la asociación de 
estudios latinoamericanos. Argentina: cedes. Disponible en: 
http://168.96.200.17/ar/libros/argentina/cedes/levy.rtf. 
Consultado: 3 de diciembre de 2016].

Ley General de Educación. Diario Oficial de la Federación, Méxi-
co, 13 de julio de 1993.

Ley para la Coordinación de la Educación Superior. Diario 
Oficial de la Federación, México, 29 de diciembre de 1978.

Malo, Salvador (2000). “La educación superior en el siglo 
xxi. Líneas estratégicas de desarrollo. Una propuesta de la 
anuies”. En Revista de Educación Superior, vol. 29, núm.113, 
enero-marzo de 2000. Disponible en: http://publicacio-
nes.anuies.mx/pdfs/revista/Revista113_S5A2ES.pdf. 
Consultado: 3 de diciembre de 2016. 

Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018. México, Gobierno 
de la República.

Solana, Fernando (2001). “Introducción. Pasado y futuro de 
la educación mexicana”. En Historia de la educación pública en 
México 1876-1976. México: Fondo de Cultura Económica, 
Secretaría de Educación Pública.

Valadés, Diego (2001). “La educación universitaria”. En Histo-
ria de la educación pública en México 1876-1976. México: Fondo 
de Cultura Económica, Secretaría de Educación Pública.



Propuesta de reforma de la política 
de deuda pública para 2017

La política de deuda pública y sus objetivos sociales

La política de deuda pública proporciona un marco de refe-
rencia para descubrir las prioridades de un gobierno con 

respecto a la forma de obtener recursos, permite analizar los 
mecanismos concretos que reviste la emisión de deuda pública 
y, finalmente, establece los nexos propios de la emisión de deu-
da pública, con otro tipo de políticas que también recurren 
a dichos mecanismos pero con otros propósitos (Cuamatzin, 
2006: 246).

Mediante el uso de la deuda pública, la inversión de un país 
no depende exclusivamente del nivel de ahorro del gobierno, 
y aprovecha el ahorro del sector privado o el ahorro externo 
para destinar los recursos a la consecución de proyectos de in-
versión rentables que incrementen el bienestar de la sociedad. 
También, representa un instrumento útil en el manejo de la po-
lítica monetaria de un país, ya que, al emitir deuda, el gobierno 
establece el nivel y la estructura de las tasas de interés, es decir, 
mediante la política de deuda pública y operaciones de merca-
do abierto (compra y venta de títulos de deuda pública) se inter-
viene para variar el volumen de liquidez en la economía.

La eficacia de la política de gestión de deuda pública de-
penderá de la magnitud del efecto del cambio en la composi-
ción de ésta sobre la estructura de las tasas de interés, según el 
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vencimiento de los títulos, es decir, del efecto que tengan estos 
cambios en las tasas de interés sobre las decisiones de los indi-
viduos en la composición de su cartera.

Es importante delimitar el ámbito de la política de deuda 
pública, ya que puede confundirse con algunos aspectos de la 
política fiscal o monetaria. Así mimo, deben establecerse los 
nexos y diferencias entre estas políticas, con el propósito de evi-
tar confusiones. La política monetaria también recurre a me-
canismos de emisión de títulos de gubernamentales pero con 
propósitos de regulación monetaria (Cuamatzin, 2006: 246).

Si existe un proceso inflacionario y el gobierno desea com-
batir el aumento de precios o mantener la estabilidad, el 
mecanismo será reducir la cantidad de dinero emitiendo y 
vendiendo títulos de deuda pública; de esta manera, el dinero 
producto de la venta de estos títulos se esteriliza, es decir, no se 
regresa a la economía en forma de gasto.

Si al gobierno le interesa inyectar dinero al sistema econó-
mico, el proceso es el inverso: se procede a comprar los títulos 
que están en manos de los particulares; por ello, se debe dife-
renciar cuáles son las emisiones de deuda correspondientes a 
propósitos de políticas monetarias y cuáles conciernen a obje-
tivos de política fiscal y política de deuda pública. 

Por otra parte, para la mejora de la calidad de vida de la 
población se requiere que el Estado esté comprometido con 
la sociedad y que su misión no se reduzca sólo a alcanzar la 
eficiencia económica o el equilibrio presupuestal, sino que 
oriente sus esfuerzos a mejorar el desarrollo humano de los 
habitantes, especialmente el de grupos sociales que están en 
condiciones más desfavorables. Esto implica considerar crite-
rios de justicia y equidad social. Por lo tanto, la discusión sobre 
el tamaño y funciones que debe cumplir el Estado requiere 
de considerar los problemas y necesidades que enfrenta la so-
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ciedad. El Estado neoliberal que reduce su papel al de simple 
vigilante de la actividad privada dejando que el mercado deci-
da todo es un Estado que renuncia a su misión más importan-
te: su compromiso con la promoción del desarrollo humano y 
bienestar social (Cuamatzin, 2006: 258).

En países como México, el papel de la deuda pública pue-
de ser fundamental puesto que existen dos limitaciones signi-
ficativas particulares: primero, la existencia de infraestructura 
económica débil que incentiva poco a la inversión privada y se 
constituye en obstáculo importante para generar crecimiento 
económico; segundo, la creciente desigualdad en la distribu-
ción del ingreso que, además de limitar el desarrollo del mer-
cado interno, genera pobreza para muchos y opulencia para 
unos cuantos, lo cual constituye un lastre que toda sociedad 
regida bajo principios éticos no podría permitir (Cuamatzin, 
2006: 258).

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp), en su 
Plan Anual de Financiamiento 2016, puso énfasis en la gestión 
de la deuda pública al poner en marcha una política proacti-
va de deuda pública orientada a incrementar la duración de 
la deuda interna y reducir la dependencia en la deuda exter-
na, por medio del fortalecimiento de los fundamentales ma-
croeconómicos, la disciplina fiscal y las reformas legales en el 
sistema financiero (shcp, 2016).

Es en este tenor como el manejo de la deuda pública se 
consolidó no sólo como un elemento fundamental para coad-
yuvar a la estabilidad macroeconómica y financiera, sino que 
también pretende ser un instrumento de promoción del desa-
rrollo del sistema financiero nacional.

Según los Criterios Generales de Política Económica 2016, se 
establece que la política de deuda pública seguirá conservando 
un alto grado de flexibilidad para adaptarse al desenvolvimiento 
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de los mercados financieros tanto nacionales como interna-
cionales, y estará dirigida a satisfacer las necesidades de fi-
nanciamiento del Gobierno federal, al menor costo posible, 
manteniendo un nivel de riesgo compatible con la sana evolu-
ción de las finanzas públicas. Se constituye al endeudamiento 
público como uno de los pilares para el mantenimiento de la for-
taleza de las finanzas públicas y la estabilidad económica, siem-
pre que su manejo sea prudente y responsable (shcp, 2016).19

Con el fin de estimular la actividad económica y normalizar 
el funcionamiento de sus bancos y sistemas financieros, los ban-
cos centrales de las principales economías avanzadas han imple-
mentado políticas monetarias expansivas. Durante los últimos 
años, se ha aplicado un estímulo monetario a gran escala sin pre-
cedente que ha impactado en la configuración de los flujos glo-
bales de capital y el funcionamiento de los mercados de deuda 
en todo el mundo; aunado a esto, se está dando una nueva fase 
de incremento de tasas de interés en los Estados Unidos. Esta 
combinación de posturas monetarias divergentes ha propiciado 
una importante volatilidad en las monedas, tanto de países desa-
rrollados como emergentes. Además de lo anterior, todo parece 
indicar que el proceso de normalización de las tasas de interés 
será un proceso largo y no exento de periodos de volatilidad.20

19   Para 2016 se planteó una política de deuda flexible que se orientara a cubrir 
las necesidades de financiamiento del Gobierno federal con bajos costos y conside-
rando un horizonte de largo plazo, con un bajo nivel de riesgo y considerando posi-
bles escenarios extremos. La mayor parte de los requerimientos de financiamiento 
del Gobierno federal se obtendrán en el mercado interno, según la política de deu-
da. En el ámbito externo, la estrategia se ha encaminado a mejorar los términos y 
condiciones de la deuda externa y fomentar la liquidez de los bonos de referencia 
del Gobierno federal (shcp, 2016). 
20   Hoy en día prevalece la incertidumbre respecto al inicio del proceso de norma-
lización de la política monetaria en Estados Unidos, ya que está sujeto a la propia 
evolución de la economía norteamericana. Además, el ritmo de los ajustes posterio-
res en las tasas de interés y el nivel en que puedan terminar las tasas de referencia 
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En este orden de ideas, la creación, en 2010, del Consejo 
de Estabilidad del Sistema Financiero manifiesta la preocu-
pación de las autoridades financieras para evaluar fenómenos 
económicos que pudieran generar interrupciones o alteracio-
nes sustanciales en la adecuada articulación del sistema finan-
ciero mexicano. Esto destaca la importancia de llevar a cabo 
una evaluación continua de la acumulación de fuentes de ries-
go sistémico, como las crisis de deuda pública, que puedan 
afectar la estabilidad macroeconómica.

A pesar del arduo debate sobre el tema, en general hay un 
consenso sobre la existencia de una relación positiva entre la 
intermediación financiera y el crecimiento económico (Levi-
ne, 1997: 3); sin embargo, en el caso de países en los cuales la 
conformación de sistemas financieros fue tardía y prevalecen en 
ellos imperfecciones (estructura oligopólica, mercado pequeño, 
información asimétrica, entre otras), esta relación no necesa-
riamente se presenta. Así, en ocasiones los mercados financie-
ros han servido más para fines especulativos a favor de grupos 
privilegiados que para fortalecer el crecimiento económico. Los 
mercados financieros han tenido un desarrollo sin precedentes 
en los últimos años y han expandido sus actividades a una ma-
yor cantidad de sectores y ramas económicas. Aunado a esto, se 
ha provisto a la generación de instrumentos financieros en ex-
tensa variedad, tanto públicos como privados, lo que ha dado 
pie a la incorporación de amplios sectores de la población. Los 
mercados financieros pueden contribuir con el crecimiento y 
desarrollo económico, pero también son fuente de especula-
ción, incertidumbre e inestabilidad (Cuamatzin, 2006: 239).

son otros factores clave que impactarán sobre la evolución de los mercados finan-
cieros y de deuda (Criterios Generales de Política Económica para la Iniciativa de 
Ley de Ingresos y el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación Corres-
pondientes al Ejercicio Fiscal, 2016: 123).
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Las opciones de financiamiento de las empresas y los go-
biernos son las que más se ha innovado en las últimas décadas; 
a través de instrumentos de deuda y de su especialización, pro-
liferaron las actividades no bancarias y, con mayor fuerza, las 
que se realizan en bolsas de valores. 

En este contexto, la deuda pública es una opción de financia-
miento del gasto público sin recurrir a la imposición. El gobier-
no debe asumir el compromiso de evaluar el uso de este tipo de 
recursos considerando dos aspectos fundamentales: por un lado, 
la rentabilidad económica y/o social de los proyectos que se fi-
nancian y, por otro lado, dado que los proyectos son impulsados 
por un Estado que (en teoría) persigue el bien común, deben 
orientarse a mejorar la calidad de vida de la población forta-
leciendo la infraestructura económica y social que beneficie a 
varias generaciones en el tiempo (Cuamatzin, 2006: 257-258).

Aunque los recursos que se obtienen a través de endeu-
damiento son útiles para la economía, tanto para cubrir ne-
cesidades de financiamiento como para manejar la política 
monetaria, es importante tener cuidado con la administración 
de la deuda para evitar que las finanzas públicas no sean ex-
tremadamente vulnerables y sensibles a shocks externos; así, la 
administración de la deuda se define como el conjunto de ope-
raciones administrativas de las autoridades públicas con obje-
to de mantener adecuadas condiciones de emisión, conversión 
y amortización de instrumentos financieros (Ayala, 1999: 310).

Marco jurídico

En el caso de México, el marco jurídico de la deuda pública 
descansa en la cpeum, que establece en su artículo 73, fracción 
VIII, que el Congreso tiene facultad para dar bases sobre las 
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cuales el Ejecutivo pueda celebrar empréstitos y otorgar ga-
rantías sobre el crédito de la nación, para aprobar esos mis-
mos empréstitos y para reconocer y mandar pagar la deuda 
nacional. Ningún empréstito podrá celebrarse si no es para 
la ejecución de obras que directamente produzcan un incre-
mento en los ingresos públicos o, en términos de la ley de la 
materia, los que se realicen con propósitos de regulación mo-
netaria, las operaciones de refinanciamiento o reestructura de 
deuda que deberán realizarse bajo las mejores condiciones de 
mercado, así como las que se contraten durante alguna emer-
gencia declarada por el presidente de la república en los tér-
minos del artículo 29 constitucional (cpeum, 2016: 64).

También, está la Ley Federal de Deuda Pública, que esta-
blece que la deuda está constituida por la obligación de pa-
sivos, directos o contingentes derivados de financiamientos a 
cargo del Ejecutivo federal, sus dependencias, el Distrito Fe-
deral, los organismos descentralizados, las empresas de parti-
cipación estatal mayoritaria, instituciones financieras (banca 
y crédito, las organizaciones auxiliares nacionales de crédi-
to), las instituciones nacionales de seguros y las de fianzas, y 
los fideicomisos en los que el fideicomitente sea el Gobierno 
federal o cualquiera de las entidades anteriores. Estas obliga-
ciones se derivan de títulos de crédito, adquisiciones a plazo, 
pasivos contingentes (relacionados con esos títulos y adquisi-
ciones) y otros actos jurídicos análogos (artículo 1 de la Ley 
Federal de Deuda Pública). Asimismo, aprobar anualmente 
los montos de endeudamiento que deberán incluirse en la Ley 
de Ingresos de la Federación (lif), que en su caso requieran el 
Gobierno del Distrito Federal y las entidades del sector públi-
co conforme a las bases de la ley correspondiente. El Ejecutivo 
Federal informará anualmente al Congreso de la Unión sobre 
el ejercicio de dicha deuda, a cuyo efecto el jefe de gobierno le 
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hará llegar el informe que sobre el ejercicio de los recursos co-
rrespondientes hubiere realizado; igualmente, informará a la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, al rendir la cuenta 
pública. Para el caso de la deuda de los estados y municipios, 
la Constitución contempla en su artículo 117 lo siguiente:

Los estados no pueden en ningún caso:
VIII. Contraer directa o indirectamente obligaciones o emprés-
titos con gobiernos de otras naciones, con sociedades o particu-
lares extranjeros, o cuando deban pagarse en moneda extranjera 
o fuera del territorio nacional. Los Estados y los Municipios no 
podrán contraer obligaciones o empréstitos sino cuando se desti-
nen a inversiones públicas productivas, inclusive los que contrai-
gan organismos descentralizados y empresas públicas, conforme 
a las bases que establezcan las legislaturas en una ley y por los 
conceptos y hasta por los montos que las mismas fijen anualmen-
te en los respectivos presupuestos. Los ejecutivos informarán de 
su ejercicio al rendir la cuenta pública… (cpeum, 2016: 119).

En los artículos 1 y 2 de la Ley Federal de Deuda Pública se de-
finen dos conceptos básicos: la deuda pública y el financiamiento:

Artículo 1º. Para los fines de esta ley, la deuda pública está cons-
tituida por las obligaciones de pasivo, directas o contingentes de-
rivadas de financiamientos y a cargo de las siguientes entidades: 
I. El Ejecutivo Federal y sus dependencias.
II. El Gobierno del Distrito Federal;
III. Los organismos descentralizados.
IV.	 Las empresas de participación estatal mayoritaria.
V. Las instituciones de banca de desarrollo, las organizaciones 
nacionales auxiliares de crédito, las instituciones nacionales de 
seguros y las de fianzas;
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VI.	 Los fideicomisos en los que el fideicomitente sea el Gobier-
no Federal o alguna de las entidades mencionadas en las fraccio-
nes II a V y VII de este Artículo, y
VII. Las empresas productivas del Estado y sus empresas pro-
ductivas subsidiarias.

Artículo 2o. Para los efectos de esta ley se entiende por financia-
miento la contratación dentro o fuera del país, de créditos, em-
préstitos o préstamos derivados de:
I. La suscripción o emisión de títulos de crédito o cualquier otro 
documento pagadero a plazo.
II. La adquisición de bienes, así como la contratación de obras o 
servicios cuyo pago se pacte a plazos.
III. Los pasivos contingentes relacionados con los actos mencio-
nados y
IV. La celebración de actos jurídicos análogos a los anteriores.

En ese orden de ideas, el artículo 9 de la Ley Federal de Deu-
da Pública establece que el Congreso de la Unión autorizará los 
montos del endeudamiento directo neto interno y externo que 
sean necesarios para el financiamiento del Gobierno federal y 
de las entidades del sector público federal incluidas en la lif 
y en el Presupuesto de Egresos de la Federación (pef), así como 
del Distrito Federal. El Ejecutivo federal informará al Congreso 
de la Unión del estado de la deuda, al rendir la cuenta pública 
anual y al remitir el proyecto de ingresos; asimismo, informará 
trimestralmente de los movimientos de la misma, dentro de los 
cuarenta y cinco días siguientes al vencimiento del trimestre res-
pectivo. No se computarán dentro de dichos montos los movi-
mientos referentes a propósitos de regulación monetaria.

Por último, en el artículo 2 de la lif se establecen los lími-
tes de endeudamiento público para el Gobierno federal y para 
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las empresas productivas del estado, tanto interno como exter-
no, para el año fiscal correspondiente; mientras que el artículo 
3 de la misma ley autoriza el monto de endeudamiento para 
el gobierno de la Ciudad de México. La responsabilidad de 
la administración de la deuda en México recae en la shcp y el 
Banco de México, quienes establecen los mecanismos de coor-
dinación necesarios.

En la Ley General de Deuda Pública se establecen las 
atribuciones de la shcp respecto a la deuda pública, particu-
larmente el capítulo 2, que se refiere a sus facultades. En el ar-
tículo 3, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 de 
la Ley Orgánica de la administración pública federal, la shcp 
es la dependencia del Ejecutivo federal encargada de la apli-
cación de la Ley de Deuda Pública, así como de interpretar-
la administrativamente y expedir las disposiciones necesarias 
para su debido cumplimiento. Los titulares de las entidades 
públicas son responsables de cumplir con las disposiciones 
de esta ley, de su reglamento y de las directrices de contra-
tación señaladas por la shcp. Las infracciones a la ley y a los 
ordenamientos citados se sancionarán en los términos que le-
galmente correspondan y de conformidad con el régimen 
de responsabilidades de los servidores públicos federales. 
En el artículo 4 se señalan las funciones que debe atender el 
Ejecutivo federal por conducto de la shcp.

Análisis de beneficios y fallas de la política de deuda pública

Respecto a los beneficios de la política de deuda pública, po-
demos decir que es importante principalmente porque per-
mite aprovechar el ahorro del sector privado y dirigir estos 
recursos hacia proyectos de inversión que mejoren el bienestar 
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de la sociedad y, posteriormente, para cubrir deficiencias tem-
porales y hacer frente a situaciones de emergencia. La deu-
da pública no debe utilizarse en forma indiscriminada, existen 
propósitos específicos que deben orientar al gobierno cuando 
emite títulos gubernamentales (Cuamatzin, 2006).

Ayala (1999) justifica que un gobierno recurra a la deu-
da pública como mecanismo de financiamiento para la cons-
trucción de obras públicas, para cubrir un déficit presupuestal 
generado en circunstancias anormales o para casos de emer-
gencias. Fernández et al. (1998) justifica el uso de deuda públi-
ca para el financiamiento a inversiones públicas o planes de 
desarrollo, equilibrar desfases transitorios en el presupuesto 
público o cubrir un déficit. Por su parte, Stiglitz (2000) añade 
que no es correcto el uso de la deuda pública para financiar 
planes que nunca concluyen o costear sueldos de funcionarios.

De acuerdo con Musgrave y Musgrave (1992), los servicios 
públicos deben ser financiados de acuerdo con el beneficio 
que reportan, para lo cual es importante considerar la natura-
leza del gasto que se va a financiar, es decir: 

1.	 Respecto a gastos corrientes cuyo beneficio lo obtiene 
la generación actual, el financiamiento de este tipo de 
gastos debe hacerse mediante impuestos que graven a 
esta generación. 

2.	 Respecto a gastos de inversión (obras de infraestructu-
ra) cuyo beneficio no lo adquiere la generación actual, 
éste se distribuye en el tiempo sobre las generaciones 
futuras mediante la emisión de deuda pública, distribu-
yendo el costo también en el tiempo.

La importancia del estudio de la deuda pública radica en 
que su adecuado manejo puede constituir un instrumento de 
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política económica eficaz para minimizar fluctuaciones en el 
presupuesto, estabilizar el crecimiento económico y disminuir 
los efectos derivados de factores externos tales como las tasas de 
interés, el precio del petróleo y el tipo de cambio, entre otros.

Respecto a las fallas de la política de deuda pública, se pue-
den analizar siguiendo la metodología del enfoque de políticas 
públicas y partiendo de la definición de las características que 
una disposición gubernamental debe cumplir para que se le 
considere una verdadera política pública.

Ya se ha constatado que las estrategias de gobierno homo-
géneas y globales, así como los estilos de gobierno secretos, ex-
cluyentes y clientelares, están previsiblemente condenadas en 
el futuro inmediato a la ineficiencia administrativa, al castigo 
electoral y a la hostilidad política. 

La política pública no es sin más cualquier política guber-
namental. En efecto, supone gobernantes elegidos democráti-
camente, elaboración de políticas que son compatibles con el 
marco constitucional y se sustancian con la participación in-
telectual y práctica de los ciudadanos, políticas que no mor-
tifican arbitrariamente las libertades, las oportunidades y las 
utilidades de los ciudadanos ni introducen un trato desigual 
inmerecido entre ellos. Ésta es su norma más que su utopía, lo 
cual permite descubrir, denunciar y corregir los defectos de las 
políticas gubernamentales en curso.

En un primer sentido, por público se entiende lo que es de 
asunto de interés general; en segundo sentido, hace también 
referencia al carácter manifiesto, al principio del libre acceso, 
a transparencia y apertura; en un tercer sentido, público hace 
referencia a recursos públicos y recaudaciones fiscales. 

Gobernar por políticas públicas significará redescubrir el 
componente costo (de oportunidad y de operación) de la deci-
sión pública y poner fin a la ilusión fiscal de recursos públicos 
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ilimitados, tan propia de la generación desarrollista o igualita-
rista. Por consiguiente, supondrá cuidadosísimos cálculos de 
gasto público, estimaciones rigurosas de costo-beneficio (efi-
ciencia económica) en las decisiones, economía pública rea-
lista, evaluación pertinente del componente económico de las 
decisiones y operaciones, búsqueda de las políticas que maxi-
mizan beneficios y disminución de costos para los ciudadanos 
contribuyentes. Los costos de oportunidad pública y el dispen-
dio serán denunciados y la corrupción, además de mostrar el 
carácter plebeyo de sus operadores, será sometida a sanciones.

En suma, al hablar de políticas públicas queremos decir de-
cisiones de gobierno que incorporan la opinión, la participa-
ción, la corresponsabilidad y el dinero de los privados, en su 
calidad de ciudadanos electores y contribuyentes. Conceda-
mos que en esta perspectiva disminuye el solitario protagonis-
mo gubernamental y aumenta el peso de los individuos y de 
sus organizaciones. La historia de la evolución de la deuda pú-
blica federal es analizada en tres etapas: 

1.	 La primera etapa trata básicamente del crecimiento de 
la deuda externa, desde 1970 hasta la erupción de la 
crisis de 1982, cuando México amenazó con repudiar-
la. En esta etapa, el crecimiento desmedido del Estado 
resultó en un déficit fiscal y en un déficit de consenso 
político en que el sistema mexicano no fue la excepción.

2.	 La segunda etapa va de 1982 a 1994, cuando la evolu-
ción de la deuda pública se caracteriza por un proceso 
de renegociación de la deuda externa (en el contexto de 
un conjunto de programas de estabilización económi-
ca) y bursatilización de la deuda interna al someterse a 
condiciones de mercado, sobre todo a partir de 1986. El 
redimensionamiento del Estado, su “adelgazamiento”, 
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ha sido la estrategia para determinar lo que deben y 
pueden hacer bien los poderes del estado: determinar 
cuáles son los fines públicos a cumplir, posibles de ser 
realizados, y a través de cuáles instrumentos y opciones 
de acción. En la década de los ochenta, el Estado mexi-
cano, como muchos otros estados latinoamericanos, fue 
sacudido por la demanda social de democratización y 
redimensionamiento. Al abrirse los años ochenta, la in-
solvencia fiscal del Estado mexicano, el detonador del 
colapso económico, fue socialmente interpretada como 
desenlace y síntoma de una profunda patología: un go-
bierno interventor que llegó a imaginarse sin límites de 
poder y sin límites de recursos. Por ello, ocurrió la in-
surgencia social que reclamaba controles democráticos 
y asignación eficiente de los recursos públicos.

3.	 El tercer periodo va de 1995 a la fecha, y se caracteri-
za por una redefinición de la política de deuda interna. 

Deuda del Sector Público, 1980-2000 
(Porcentaje del pib)

Fuente: Elaboración propia con datos de la shcp.
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A mediados de los años ochenta, hubo un evidente incre-
mento importante de la deuda externa pasando de 12.9% 
del pib en 1980 a un máximo de 73.0% en 1987. Para la dé-
cada de los noventa, se presentó un proceso de renegociación 
de la deuda externa y bursatilización de la deuda interna, 
sin embargo, durante la crisis de 1994-1995 se registró nue-
vamente un crecimiento de la deuda externa de 16.8% a 
35.9% del pib.

Deuda Bruta del Sector Público 
(Porcentaje del pib)

Fuente: Elaboración propia con datos de la shcp

Durante el período 2000-2015, el saldo total de la deuda 
bruta del sector público federal paso de 4 445 455 000 a 8 
430 562 000. En términos del pib, la deuda del sector público 
federal registró un crecimiento de 12.8% del pib, al pasar de 
31.8% a 44.6 % del pib de 2010 a 2015.
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Crecimiento Real de la Deuda, los Ingresos y el pib, 2010-2015
(Variación % real)

Fuente: Elaboración propia con datos de la shcp.

Si se analiza el crecimiento real anual de la deuda del sec-
tor público, sobresale el aumento de 13.8 % en términos reales 
de 2015 respecto al registrado un año atrás. El crecimiento del 
pib pasó de 5.1% en 2000 a 2.5% en 2015. Se puede destacar 
que, mientras la deuda del sector público ha registrado tasas 
de crecimiento superiores a 8.7% en promedio, los ingresos y 
el pib lo han hecho a tasas reales de 3.4% y 3.2% en promedio.

Más de 90% de la deuda externa está contratada a largo 
plazo y más de 80% está en dólares americanos, lo que deno-
ta la importancia del comportamiento de dicha moneda para 
nuestro país. Sin embargo, la volatilidad que se ha vivido en 
los mercados financieros a nivel mundial y su impacto en el 
tipo de cambio provocó que la deuda neta que tiene el país en 
moneda extranjera se elevara 828 966 millones de pesos en los 
últimos nueve meses de 2016, con lo que se ubicó en 3.4 billones 
de pesos.

La constante depreciación que ha tenido la moneda nacio-
nal frente al dólar ha impactado en las finanzas públicas del 
país generando que el saldo histórico de la deuda se incremen-
te. Debido a la probabilidad de que el tipo de cambio se ubi-
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que al cierre del 2017 entre los 23 y 24 pesos por dólar, será 
muy complicado para el Gobierno federal lograr la estabili-
dad del Saldo Histórico de los Requerimientos Financieros del 
Sector Público (shrfsp), la medida más amplia de la deuda. 

De acuerdo con el Plan Anual de Financiamiento, para el 
2017 el Gobierno federal pretende ubicar el shrfsp en 50.2% 
del pib. Además, la shcp estimó un crecimiento para 2017 de 
2% y 3%, el cual será muy complicado que se logre pues tam-
bién la normalización de las tasas de interés influirá en un gas-
to no programable más alto de lo estimado. Aunado a esto, las 
primas de riesgo soberano aumentaron por encima de los de 
otros países con calificaciones de crédito equivalentes, al colo-
carse en un nivel de 147.8 puntos a octubre del 2016 en Méxi-
co, mientras que en Tailandia es de 100.8 puntos; en España, 
69.3 puntos; y en Perú, 103.5 puntos. El entorno internacio-
nal desfavorable ha obstaculizado el desempeño económico 
de México, por lo que podrían producirse más episodios de 
aversión al riesgo.

Propuesta

La administración de la deuda pública debe buscar el cumpli-
miento de los objetivos previstos en la ley:

1.	 Mantener una tasa de interés baja para que la carga de 
réditos del Estado no sea excesiva, así como eliminar 
los efectos que distorsionen la distribución del ingreso.

2.	 Diversificar los plazos de vencimiento para estabilizar 
el mercado de capitales.

3.	 Adecuar la estructura de vencimiento con las distintas 
clases de ahorradores para cubrir sus requerimientos.
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Sin embargo, esos objetivos no se han cumplido, por lo que 
es impostergable la definición de normas claras y de los canda-
dos necesarios dentro de las finanzas públicas para ordenarlas. 
Debido a la tendencia de crecimiento de la deuda en México, se 
podría correr el riesgo de una situación de impago, lo que traería 
consecuencias totalmente negativas para el país. La propuesta 
normativa es establecer artículos que coloquen un límite al en-
deudamiento que puede adquirir el Estado, así como sanciones 
para el secretario de Hacienda que, entre otras cosas, presente 
el presupuesto general de la nación de forma no equilibrada.

Las finanzas públicas del país se encuentran expuestas a las 
presiones por la debilidad cambiaria, las pensiones y la incer-
tidumbre que se ha generado con las políticas proteccionistas 
de Estados Unidos. Se estima que, con la normalización de las 
tasas de interés, la volatilidad en el tipo de cambio y el bajo 
nivel de inversión, el servicio de la deuda se va a incrementar 
más de 4% del pib para el 2018.

En este contexto, se debe considerar la creación de un con-
sejo fiscal independiente, lo cual que ya había sido propuesto 
por el Fondo Monetario Internacional (fmi). Este consejo fiscal 
sería autónomo y tendría un representante apartidista, para 
no tener conflictos de interés, además de que sólo se enfocaría 
en análisis y estudios sobre cómo mejorar la situación econó-
mica del país a través de un gasto eficiente.

Con la existencia del consejo fiscal independiente se po-
drían tener mejores herramientas para poder explicar y de-
batir las disposiciones de la shcp, por ejemplo, la fórmula y 
los ajustes en los precios de los combustibles. Es decir, se po-
drían plantear diversos escenarios que permitirían determinar 
un menor impacto.

Durante 2017 se tendrán que tomar decisiones fiscales muy 
complicadas ante la presión que representan en las finanzas pú-
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blicas el pago de las pensiones y el costo financiero de la deuda, 
por lo que es conveniente la creación del consejo fiscal indepen-
diente. Un consejo que realice proyecciones de ingresos, de gas-
tos y de deuda a mediano y largo plazo, que tenga la ventaja de 
debatir las estimaciones de la shcp que han perdido credibili-
dad. La discusión legislativa sobre el paquete económico siem-
pre es pobre debido a que no se cuenta con un análisis profundo 
y detallado que pueda generar un mayor nivel de debate.

La creación del consejo fiscal independiente, en principio, 
no es decisión del Gobierno, sino una reforma legal que de-
bería pasar por el Congreso. Mientras no se tenga un conse-
jo de este tipo, el Congreso seguirá aprobando el Presupuesto 
de Egresos de la Federación que proponga el Ejecutivo, sin un 
contrapeso real que además vigile su correcta ejecución. 

Además de la existencia de un consejo fiscal independiente, 
se requiere de una mayor supervisión del gasto y del desempe-
ño de la shcp, además de que se facilite información objetiva y 
técnica a los responsables de la labor legislativa, ya que ello ga-
rantizaría una toma de decisiones mejor informada.

Debido a que en los últimos años existe una brecha entre lo 
que se estima en los precriterios y en los criterios generales de 
política económica, con lo que efectivamente se ejerce, es ne-
cesario contar con una oficina del presupuesto que establezca 
metas de crecimiento más reales o alcanzables. Cada año hay 
cuantiosas diferencias entre lo que se recauda y lo que se ejerce, 
además de una falta de claridad en las asignaciones de recursos, 
por ejemplo, del ramo 23 de provisiones salariales y económicas.

Por lo anterior, es importante analizar qué tanto han influi-
do en los resultados las decisiones de los tecnócratas del Ban-
co de México y de la shcp. Puede ser que haya un conflicto de 
liderazgo o que haya secretarías multipropósitos. Otro punto 
importante es el fortalecimiento de la posición fiscal y el logro 
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de finanzas públicas sostenibles, dado que los mercados deben 
estar convencidos de que las autoridades hacen lo necesario 
para estabilizar la deuda pública/Producto Interno Bruto (pib).

Conclusiones

Respecto a la política de deuda pública, se puede notar que 
se sigue apostado por una política proactiva orientada a in-
crementar la duración de la deuda interna y a reducir la 
dependencia en la deuda externa, lo cual es un elemento fun-
damental para coadyuvar a la estabilidad macroeconómica y 
financiera, y un instrumento de promoción del desarrollo del 
sistema financiero nacional.

La perspectiva keynesiana a favor de que el Estado impul-
se la actividad económica por medio del gasto público, princi-
palmente mediante la creación de infraestructura económica 
y social, se ha visto eclipsada por las medidas neoliberales que 
están a favor de la inversión privada. Los problemas actua-
les y puntos críticos en las finanzas públicas tienen que ver 
con los menores ingresos públicos, el peso de la deuda públi-
ca y los recortes al gasto público que afectan el bienestar de 
los mexicanos aumentando los índices de pobreza. Esto se ha 
visto agravado por factores como el menor crecimiento de la 
economía, los precios bajos del petróleo, la volatilidad de los 
mercados financieros, los aumentos en las tasas de interés y la 
depreciación del peso mexicano.

En México, la privatización, la desincorporación, la desre-
gulación, la liberalización y la apertura no son procesos para 
desmantelar y extinguir al Estado, sino para devolverlo a sus 
funciones originales, a su razón de ser en la tradición liberal, 
para que sirva de garante, de regulador y de promotor de las 
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libertades. Dicho en lenguaje de economía neoclásica, para 
hacerse cargo de bienes públicos, externalidades, monopolios 
naturales y asimetrías de información, puntos donde falla el 
mercado en la asignación eficiente de recursos.
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Este libro nace con la intención de analizar e interpretar 
la descomposición de las finanzas públicas contemporáneas 
en México. En particular, centramos la atención en dos as-
pectos peculiares de la hacienda pública: el uso asistencial 
de las políticas y la administración de la deuda. El asisten-
cialismo se ha instaurado en México y en gran  parte de los 
países desarrollados desde la década de los  noventa, con el 
surgimiento del modelo económico neoliberal. Este tipo de 
políticas sustituyó los programas de protección social que 
los ciudadanos gozaron como parte del Estado Benefactor, 
durante el cual los ciudadanos organizados pugnaron por 
mayores derechos en materia de salud, laboral y de pen-
siones, entre otras. Al desmantelarse el Estado Benefactor, 
con la liberalización de los mercados laborales y la apertu-
ra al mercado de todo bien comerciable, los derechos ob-
tenidos por la clase trabajadora se perdieron y dejaron al 
ciudadano y a su familia en una clara desprotección.
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